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DEMANDA ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CONTRA LA
REPÚBLICA DE BOLIVIA

CASO DE JOSÉ CARLOS TRUJILLO OROZA

La Cormsión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisi6n") somete
a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte"l la presente demanda
dentro del término que establece el artrculo 51 (1) de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos (en adelante "la Convención") en contra de la Repúbl ica de Bolivia (en adelante el
" Est ado boliviano", el "Estado de Bolivia" o "Bolivia") por la detención arbitraria . tortura y
desaparición forzada de José Carlos Trujillo Oroza (en adelante " la vrctima" o "José Carlos" ).
estudiante universitario, de 21 años de edad. Trujillo fue detenido el 23 de diciembre de 1!J71
en la ciudad de Santa Cruz, Bolivia, y trasladado al recinto carcelario denominado "El Pari " .
La vrcríma se encuentra en calidad de desaparecida desde el día 2 de febrero de 1972 , fecha
en que su madre, la señora Gladys Oroza de Solón Romero (en adelante "la señora Oroza" ),
pudo verla por última vez con vida y con visibles signos de tortura. Además, el Estado de
Bolivia no ha investigadO diligentemente los hechos, lo cual cierra el círculo de impunidad en
este caso.

Al ser responsable de un hecho que constituye desaparlci6n forzada, el Estado de
Bolivia ha incurrido en una violaci6n continuada o permanente de sus obt íqac rcnes
internacionales cuyos e1ectos se prolongan en el tiempo mientras no se establezca el d~s\ j,lt)

o paradero de la víctima. As], el Estado boliviano, al haber ratificado la Convención Arnericane
el 19 de julio de 1979, ha íncurrido en violación de los artlcutos 1 (1! (Obligación de Respetar
los Derechos) en conexión con los artfculos 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad
Jurfdical: 4 (Derecho a la Vidal: 5(1! y (2) (Derecho a la Integridad Personal); 7 (Derecho a la
Libertad Individuall ; 8(1) (Garamras Judiciales! y 25 (Protección Judicial) de dicho instrumento
internacional y por no haber realizado una exhaustiva investigación para dar con el paradero
de la víctima. identificar, procesar y sancionar a los responsables, y asegurar a los famil iares
la verdad y una adecuada reparación .

El Estado de Bolivia, por su parte, ha reconocido los hechos de la denuncia en el curso
del trámite ante la Comisión y ha aceptado su responsabilidad en la detención y desaparic ión
de la vfctirna. "

La presente demanda ha sido tramitada de acuerdo con lo dispuesto por Jos articules
50 y 51 de la Convención, y se presenta ahora ante la Honorable Corte conforme a las pautes
establecidas en los artlculcs 32 y siguientes del Reglamento de la Corte. Los términos y las
definiciones que se utilizan en la demanda corresponden al glosario que aparece en el artlculo
2 del Reglamento de la Corte.

De conformidad con el arttculo 33 del Reglamento de la Corte, se adjunta a esta
demanda, como apéndice, una copia del informe con1idencial de la Comisión sobre este caso.
elaborado en observancia del artículo 50 de la Convención. (Anexo Informe Artfculo 50!. Este
in forme, cuyo número es 26/99, fue aprobado por la Comisión el 9 de marzo de 1999 v

'Véase iD!t¡¡ , parte VI, El Allanamiento del Esta<lo.

9 1



-

, ,

2

000007

' . ."" .-_ 'l/ t' .
-' '

'1, ,

...

..

...

..

...

...
>

..

•

...

lO

•

•

•

trasmitido al Estado boliv.anc en la misma fecha. La Comisión decidió someter el presente caso
a la Honorable Corte el 9 de mayo 1999. en virtud de que la respuesta del Estado no constitufa
un cumplimiento apropiado de sus recomendaciones .

1. REPRESENTACiÓN DE LA COMISIÓN

La Comisión ha designado como delegado al Dr. Alvaro Tirado Mejia, miembro de la
Comisión, conforme a lo dispuesto por el artfculo 71 (1) del Reglamento de la Comis ión y el
artículo 22(1) del Reglamento de la Corte. El delegado de la Comisión contará con la asistencia
de los siguierltes Asesores Jurídicos: Dr. Hernando Valencia Villa, Secretario Ejecutivo Adjunto
de la Comisión, y Dr. Milton Castillo Rodrfguez, Especialista Principal de la Secretaria . los
siguientes abogados han sido designados como Asistentes de la Comisión: Ora. V iviana
Krsticevic, Dra. Raquel Aldana·Pindell y Dra. Marra Claudia Pulido, en representación del Centro
por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJlll: y Dr. José Miguel Vivanco en representación
de Human Rlghts Watch/Americas. (Anexo 8l. La Comisión informa a esa Honorable Corte .
conforme a lo dispuesto en el artículo 22(2} de su Reglamento, que los asistentes de la
Comisión actúan también en calidad de representantes de los familiares de las víctlrnas . La
Comisión se permite informar a la Honorable Corte la dirección en donde pueden ser
notificadas las comunicaciones oficiales a la madre de la víctima y a sus representantes: 1630
Connecticut Avenue, Suite 555 , Washington D.C. 20009-1053, USA.

11. OBJETO DE LA DEMANDA

la Comisión solicita respetuosamente a la Corte que:

1. Concluya y declare que Bolivia ha violado los derechos al reconocimiento de la
personalidad jurídica (articulo 3), a le vida (artículo 4). a la integridad personal (artlculos 5 (1)
y 5(2)) y a la libertad personal (ertfculo 7), consagrados en la Convención, en perjuicio de .los P­
Carlos Trujillo Oroza pOI su detención . tortura y desaparición for~ada.

2. Concluya y declare que Bolivia ha violado las garantlas judiciales establecidas
en el artfcuío 8( 1) de la Convención y el derecho de protección judic ial establecido en el
artículo 25 de la Convenci6n, en perjuicio de José Carlos Trujillo Oroza y de sus familiares por
la falta de investigación y sanción de los responsables materiales e intelectuales de la
detención, tortura, y desaparici6n forzada de la víctima .

3. Concluya y declare que Bolivia ha violado el derecho e la int egridad personal de
los familiares de la vlctima (artfculo 5(1) y (2) de la Convención) por el sufrimiento que les ha
causado la detención, tortura y desaparici6n forzada de la víct ima.

4. Concluya y declare que. como consecuencia de las violaciones a los derechos
enumerados en los puntos 1 al 3,~, Bolivia también ha violado su obligación de respet ar
y garantizar los derechos consagrados en la Convenci6n, conforme al artículo 1.1 de aquélla .

:
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La Cornistón en consecuencia , solicita a la Corte que ordene al Estado de Bolivia lo siguiente:

1. Que lleve a cabo una investigación completa, imparcial y efectiva a fin de
Identificar, procesar y sancionar penalmente a los agentes del Estado responsables de la

detenci6n, tortura y posterior desaparición forzada de José Carlos Trujillo Oroza. por 105

hechos ocurrrdos a partir del 23 de diciembre de 1971, en la ciudad de Santa Cruz, Bolivia .

2 . Que realice una investigación exhaustiva a fin de ubicar. identificar y entreqar
los restos de José Carlos Trujillo Oroza a sus familiares .

3. Que adopte medidas urgentes a fin de elaborar un proyecto de ley Que tipifique
como delito la desaparición forzada de personas y su incorporación al Código Penal de Bolivia .

4. Que adopte las medidas necesarias para que los familiares de la vrcttma reciban
una adecuada y oportuna reparación que comprenda una plena satisfacción por las víotac.ones
de los derechos humanos acuf establecidas. así como el pago de una justa indemnización
compensatoria por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales. incluido el daño moral.

5. Que imponga al Estado boliviano el pago de las costas y gastos en que han
incurrido los familiares de la víctimas para resolver este caso tanto en el ámbito interno como
ante la Comisión y la Corte, y los honorarios razonables de sus abogados.

!r

... 111 • EXPOSICiÓN DE LOS HECHOS

..

•

José Carlos Trujillo Oroaa, estudiante de la Universidad Mayor de San Andrés de I;¡
c iudad de La Paz, de 21 años de edad, fue detenido. sin orden judicial expedida por autoridad
competente. el 23 de diciembre de 1971 en la ciudad de Santa Cruz y trasladado al recint o
carcelario denominado El Pari. La señora Oroza, al confirmar la captura de su hijo el 15 de
enero de 1972 mediante información verbal proporcionada por el Coronel Rafael Loavza, Jefe
de Inteligencia del Ministerio del Interior, logró tomar contacto con él. y fue autorizada para
visitarlo en la cárcel de El Parí por el Jefe de Policía de le cíudad de Santa Cruz. de nombre
Ernesto Morén •

La señora Oroza logró visitar a su hijo en la prisión de El Parí de manera diaria entre .,1
15 de enero de 1972 y el 2 de febrero de 1972. fecha en que pudo verlo por última vez .
Durante las visitas. comprobó que José Carlos habla sido sometido a evidentes torturas fís icos ,
El día 2 de febrero de 1972. la senara oroze acudió a El Pari para llevar el almuerzo 8 su hijo.
y pudo observar a JOSé Carlos a través de la puerta semiabierta de su celda. Ese mismo did ,
a las 5 de la tarde, regresó a la cárcel acompañada de la señora Guisel¡¡¡ Brun, presldem« de
la Cruz Roja. En ese momento fue informada por Ellas Moreno . jefe de la comisaria de El Parl , ~l·
que José Carlos no se encontraba allí y eue había sido conducido a la central de pcllcla [unte
a otros dos detenidos. Carlos L6pez Adrián y Alfonso Toledo Rosales. para ser interrogados ,

A las 7 de la mañana del día siguiente. 3 de febrero de 1972. la señora Oroza retornó
a El Pari pero ya ningun~1 de los tres jóvenes estaban alll. Luego se dirigió a la central de la
policía en compañia de la señora Beatriz Toledo, esposa de Alfonso Toledo. quien había sido
detenido junto con su hijo. Juntas recorrieron las ofic inas de la poücta en busca de alguna

•
.- ..
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información, Osear Manacho, miembro de la Direcci6n de Orden Polttico", (en adetant e.
"DO?") le indicó que los tres detenidos hablan sido llevados a Montero, población cercana a
la ciudad de Santa Cruz.

Percy González Monasterio. entonces sub-jefe de la DOP en Santa Cruz, les dijo que
todo ya se habla solucionado y que esperaban al jefe de la DOP, Ernesto Morant. Justo
Sarmiento Alanis, otro agente de esa repartición , les dijo que los detenidos hablan sido
trasladados en un avión hasta el Paraguay.

Finalmente, Ernesto Morant, jefe de la DOP, llegó a la dependencia policial. y a
requerimiento de la señora Oroza exhibió un radiograma firmado por Antonio Guillermo Ello ,
Sub-Secretario del Ministerio del Interior, en el que ordenaba poner en libertad a Carlos l.ópez
Adrián. Alfonso Toledo Rosales y a José Carlos Trujillo Oroza. Hasta la fecha no se ha [ogradQ
determinar el paradero de estos tres detenidos. Despúes se estableció que el radiograma era
una prueba prefabricada por el MinisteriO del Interior para ocultar los crímenes y asegurar la
impunidad de los autores .

En viste de estas violaciones, la señora Oroza reatlzó diversas peticiones y gestiones
ante el Poder Ejecutivo y ante el Poder LegislativoJ pero no pudo denunciar los hechos ante
los tribunales bofivianos por la inestabilidad política del país, con perlodos democráticos
débi les interrumpidos por frecuentes golpes de Estado; el exilio de los familiares directos: el
miedo frente a la repres ión de agentes del Estado, y la dependencia del Poder Judicial respecto
del Poder Ejecutivo •

El Estado de Bolivia, a pesar de haber tenido conocimíento inmediato de los hechos,
particularmente en la medida en que sus propios agentes fueron responsables por los hechos ,
no inició ninguna investigación judicial de oficio sino hasta el 8 de enero de , 999 .

IV. TRÁMITE OEL CASO ANTE LA COMISiÓN

A. Trámite de 11) denuncia ante la Comisión

Li!l Comisión recibi6 la denuncia del caso, posteriormente identificado con el número
, , , 12 3, José Carlos Trujillo Oroza, el 28 de septiembre de 1992. La Comisión, mediante nota
del 18 de febrero de 1993, inició la tramitación del caso y solicitó al Estado de Bolivia la
in form ación pertinente sobre los hechos materia de dicha comunicación, as! como cualqu ier
elemento de juicio que re permitiera apreciar si en el caso se habían agotado los recursos de
le jurisdicción interna. A partir de esa fecha. 61 presente caso fue tramitado de conformidad
con el artfculo 31 y siguientes del Reglamento de la Comisión.

, El Oeparlarnento de Orde" Públ ico fue creado por el Gobierno <;lel drctaeor Banzer, para reprim ir a sus
op09itores poltticos dural'\tq \a dócada de loe años s..teMa.

¡Véase. in.f!A. Parte VII .E, Violaci6n del Derecho a la Justicia .

•
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El Gobierno dio respuesta a la petición en nota recibida por la Comisión el 14 de jul 'iv
de 1994, por medio de la cual, el Estado de Bolivia aceptó responsabilidad por los hechos
denunciedos." 'j:

En nota del 13 de octubre de 1994, la Comisión de conformidad con el artículo 48lfi
de la Convención, se puso a disposición de las partes con el objeto de lograr una solución
amistosa en el caso~. Sin embargo, después de un largo proceso de reuniones y
audiencias ante la Comisión, las partes no llegaron a ningún acuerdo y en nota del 19 de
agosto de 1998. la Comisión informó al Gobierno de Bolivia que de conformidad con el articulo
45(7) de su Reglamento daba por concluida su intervención como órgano de solución amistosa
en el presente caso.

•

El dra 2 de marzo de 1999. durante su 102° pertcdo ordinario de sesiones, la Comisión
recibió en audiencia a las partes involucradas en el presente caso. En dícha audiencia el Estado
boliviano suministró a la Comisión copia del escrito presentado por la doctora Mary Severich
Siles, Coordinadora Dlstrita! de Defensa Pública de la ciudad de Santa Cruz: al Fiscal de Distrito
de dicha ciudad. En dicho escrito ·-del 8 de enero de 1999--. la defensora pública solicitó a
111 Fiscalls "requerir que se d~ inicio a las diligencias de Policía Judicial" por la desaparición de
José Carlos Trujillo Oroza. El Estado también suministró el :2 y el 5 de marzo de 1999
informacl6n adicional relativa al "procedimiento adelantado a la fecha, desde que se presentó
la denuncia el 9 de enero de 1999" y una lista de "sentenciados por violaciones a los derechos
humanos y que actualmente cumplen condena en la República de Bolivia", respectivamente.

• B. Alegatos de! Estado ante la Comisión
~! ..

•

En la respuesta del Estado, recibida en la Comisión el 14 de junio de 1994, se aceptó
la responsabilidad de las autoridades bolivianas en la detención-desaparición de José Carlos
Trujillo oroza,

•

•

Consta en el expediente del caso una comunicación del Secretario Nacional de Régimen
Interior y Policia al Ministro de Justicia, del 9 de junio de 1994. en donde se dijo que" se
mencionan nombres de personas presuntamente vinculadas al asunto, en consecuencia se ha
VIsto por conveniente instruir a la Policla Nacional y Policra Técnica Judicial, la prosecución de
las Investigaciones hasta su conclusión" .

El 5 de septiembre de 1994. en una comunicación del Estado boliviano a la Comisión
se reconocieron Jos hechos denunciados, ya Que se presentaron las investigaciones y gestiones
realizadas en el caso" referido a la desaparición del ciudadano boliviano José Carlos Trujrllo
Oroza, hecho acaecido en fecha 2 de febrero de 1972".

Consta en el expediente una comunicación recibida en la Comisión el 16 de diciembre
de 1996, del Ministerio de J:lelaciones Exteriores y Culto, para la señora Gladys Oroza de Solón

Romero, madre de la víotirna. en donde hay un reconocimiento expreso y manifiesto por parte
del Estado de la detención, tortura y desaparición forzada de la vlctima , Además se señaló

••------~---~

'Véase, inm, Parte VI, El Allanamiento del Estado.
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nuevamente 13 las mismas personas como autores de los hechos denunciados, al reconocer que
"los presuntos autores materiales e Intelectuales oficiaban como agentes civiles de los
organismos de represión de ese gobierno, lo que de acuerdo a normas internacionales ,
reconocidas por la República de Bolivia, compromete la responsabilidad del Estado boliviano".

En una comunicación del Estado a la Comisión recibida el 24 de octubre de 1997 . se
resumia la intervención de Edgar Montaño, V ice M inistro de Derechos Humanos, qu ien
representó al Gobierno de Bolivia en la audiencia del 10 de octubre de 1997 ante la CIDH . AlU
se reconoció nuevamente la desapariclón de la víctima. Sin embargo, se manifestÓ que el
trámite interpuesto ante la Comisión "no ha seguido estrictamente los términos de la
Convención Americana", que "la peticionante ha infringido la norma del artlculo 46 de la
referida Convención, al no haber agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos. De los antecedentes se col ige
que no se inició ni se concluyó en el país ninguna acción de orden legal encaminada a buscar
el castigo de los culpables o resarcimiento de los daños morales inferidos".

Se argument6 además que" Bolivia vive un proceso democrático continuo desde 1982
hasta el presente por lo cual existe en nuestra legíslación interna el debido proceso legal para
la protección de los derechos que hubiesen sido violados IArt .46-2 .al". Se llamó la atenciór l

en el sentido de que "s610 después de veinte años de la desaparición del citado ciudadano se
inicia una denuncia ante la Comisión" .

Posteriormente, el 25 de lebrero de 1998 en una audiencia ante la ComisiOn, el Estado
ofreció a la madre de la víctime una reparación de $40.000 dólares americanos; sin embargo.
manifestó que habría ciertas dificultades para iniciar las investigaciones correspondientes por
parte de la Fiscalra y sugirió que fuera la madre de la vfctima la que iniciara la invest igación
ante el Ministerio Público con la colaboración del Gobierno . Se m encionó lo difícil y costoso
de recuperar los restos de la v íct im a. Además se señaló Que el caso habfa prescrito y que la
madre de la vfctima nunca presenté la denuncia ante los órganos judiciales correspondientes ,
ni siqu iera después del año 1982, cuando se retornó al sistema democrático.

C. Respuesta del Estado al Informe de la Comisión No. 26/99

El 9 de marzo de 1999, la Comisión aprobó el informe N° 26f99. durante su 102°
periodo ordinario de sesiones. de conformidad con el artículo 50 de la Convención. El informe
fue transmrtido al Estado de Bolivia en esa misma fecha , con la solicitud de informar dentro
del plazo de dos meses a la Comisión sobre las medidas adoptadas, a fin de dar cumplimiento
a las recomendaciones formuladas.

El Estado de Bolivia. en nota del 17 de marzo de 1999, (Anexo 12) dio respuesta al
informe confidencial de Ir; Comisión N° 26/99 señalando tnter alia que" [p}ese a que en su
sección de Resumen el -nenclonado documento menciona brevemente la decisión de mi
Gobierno de iniciar unilateralmente una investigación para esclarecer los hechos , lo que en
nuestra opinión constituye una demostración clara de la voluntad decidida y espontánea del
Estado boliviano de avanzar en el caso. este importante paso es totalmente ignorado en las
secciones relevantes del documento cuales son el AmJ!;s;s y las Recomendaciones". El Estodu
también señala que "el documento también recomienda la elaboración de un provecto de tev
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que tipifique la desaparición forzada como delito, cuando este ya es un concepto jurídi¡;u
incorporado dentro de la normativa penal de Bolivia y pide Ratificación de la Convención
tnteremericsne de Desaparición ForZBda de Personas, cosa que el Congreso de nuestro pa ís
realizó hace casi tres años. el 12 de julio de 1996, mediante ley número 1695". Finalmente ,
el Estado solicitó a la Comisión que" (tlomando en cuenta todo lo anteriormente mencionado
l ... ) incorpore objetivamente estos elementos al contenido de su informe, a fin de los últimos,
pero importantes acontecimientos sean tomados en cuenta en el análisis del caso y evitar que
las recomendaciones incluyan aspectos totalmente incorporados y vIgentes en la legislación
boliviana" ,

Posteriormente. en nota del 7 de mayo de 1999, (Anexo 11) el Estado boliviano amplió
su escrito anterior "soliciltandc] reconsideración del informe N° 26i99 de 9 de marzo de 1999,
dictado dentro del caso N° 11.123. correspondiente a TAUJILLO OROZA, contra el Estado
boliviano", en virtud de que" (eH examen de las recomendaciones expedidas por la Comisión
a través de su informe, ha causado extrañeza del Gobierno boliviano que, pese a haber Iniciado
unilateralmente una investigación para esclarecer los hechos, este importante paso fue
totalmente ignorado en las partes pertinentes del Análisis y las Recomendaciones rle :
documento mencionado" Más adelante el Estado afirma que" [e]! informe centra la mayor
parte de su atención en argumentos presentados en las audiencias de octubre de 1997 V
febrero de 1998, sin aclarar que aquéllos fueron rectificados por nuestro Gobierno, con IR
oferta de aceptación de los términos de arreglo sugeridos por la petteionante (madre de la
víctirnal , con la única condición de confidencialidad n,ientras durase el proceso. Ese cambio
de actitud fue anunciado con carácter previo a la audiencia de octubre. la misma que fue
retrasada a la espera de una respuesta de la peticionante {madre de la víctimal, quien no
obstante todas las concesiones, anunció que preferla continuar por la vía contenciosa" .

El Estado, nuevamente se reñrl ó a la madre de la víctima señalendo que .. lelesta
inv est igación se inició sin la presencia de familiares, pese a haber sido reiteradameMe
convocados, Para proseguir con los trámites, será preciso notificar por edicto a la Sra , Sol óri ,
la peticionarrte, a fin de que ésta comparezca ante la Policía Técnica Judicial lPTJ). La parte
peticionante, hasta el presente, no ha respondido a las notificaciones. Urge su presencia pMO
la ratificación de la denuncia".

Otra vez el Estado boliviano se refiere en su respuesta a la madre de la víctima, señora
Gladys Oroza de Solón Romero, en los siguientes términos: "El informe de la CIDH no hace
referencia a los 21 años transcurridos entre el hecho acaecido y la denuncia presentada IJor
la peticionante. Es preciso recordar Que Bolivie vive desde octubre de 1982 un proceso
democrático ininterrumpido, habiéndose sucedido desde aquella fecha varios gobiernos
eleg idos por el pueblo de diferentes tendencias políticas. l ... } En este contexto. surge la
pregunta, por qué durante este largo perfodo democrático no se presentó una denuncia ante
las autoridades judiciales, (...1Esta actitud demostrarTa que la peticlonante l. ..) encubre algunos
fines polfticos",

El Estado también afirma que en "Iell año 1979, la peticionante, Gladys Oroza de Solón,
en su calidad de miembro de la Asociación de Familiares de Mártires de la Liberación Nacional,
denunció la muerte por fusilamiento de su hijo, José Carlos Trujillo Oroza, Según consta en
el archivo del Congreso de la República correspondiente al juicio de responsabilidades segu ido
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contra el gobierno nacional de la época, el mencionado ciudadano habría fallecido por
fusilamiento de acuerdo a la versión de su madre. l. ..) Este hecho demostrarla que lii
peticionante planteó dos veces el mismo caso, con tipificaciones diferentes, en contraposición
a sus propios argumentos. En el juicio de responsabilidades la petícionante demostró tener
evidencias de la muerte. Contrariamente, en 1992, planteó ante la Comisión la desaparición
forzada de su hijo. La primera denuncia de la peticionante modifica la figura de la desaparición
forzada, Así, el delito tipificado como desaparición forzada que no prescribiría por ser de
carácter continuado y cuyos efectos se prolongan en el tiempo mientras no se establezca el
destino o paradero de la víctima, conforme señale con precisión el informe en su párrafo 8:j,
cambiaría esencialmente" .

Con respecto a la investigación de los hechos, el Estado boliviano, además de afirmar
Que urge le presencia de la madre de la víctima para ratificar la denuncia dentro de la
jurisdicción interna boliviana, señaló que "lila investigación para identificar a 'os responsables
de la desaparición, será un elemento clave que permitirá establecer responsabilidades [urldicas.
Todo proceso dentro de la legislación boliviana tiende a establecer la existencia del cuerpo del
delito. Así, el arto 133 del Código de Procedimiento Penal en vigencia, determina: La base del
jutcio pene! es la comprobación, conforme a derecho, de la exístencía de alguna eccion u
omisián punible. Se tendrá por comprobado el cuerpo del detito cuando, por cualquier medio
legal se ecrediten los elementos constitutivos del tipo, según lo descríbe la ley; entonces, la
búsqueda de los restos forma parte ineludible del proceso".

,

lf

En cuanto a la recomendación de la Comisión a Bolivia de elaborar un proyecto de ley
que tipifique como delito la desaparición forzada de personas y su incorporación al Código
Penal boliviano, el Estado manifiesta que" [ell Gobierno de Bolivia el cual a través del Ministerio
de Justicia y Derechos Humanos, cumplió una eficaz tarea en la elaboración del Anteproyecto
del actual Código de Procedimiento Penal, propondrá, de igual forma, un Anteproyecto de
CÓdigo Penal en el que se tipifiquen delitos contra la seguridad de las personas, como la
desaparición forzada". Más adelante, el Estado boliviano afirma que "Illa Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas fue ratificada por el Congreso
Nacional, mediante Ley N° 1695 de 121V1I/96. (Anexo 2). El considerar como una ley de la
República a la citada Convención, respaldará la necesidad de tipificar este delito en el Código
Pena! a aprobarse en un próximo futuro".

-
•,

...
• D, Observaciones de la Comisión a le Respuesta del Estado

...

..

•

1. El Estado boliviano señala, en primer término, que 'a Comisión ignoró en su
informe ta decisión del mismo de iniciar unilateralmente una lnveatiqación para esclarecer los
hechos y que esto sólo se menciona brevemente en el resumen del mencronado informe. Esta
aseveración del Estado no es exacta, por cuanto la Comisión no solamente valoró y examinó
la información proporcionada por el Estado, sino Que también la registr6 en su informe tanto
en el trámite como en el análisis sobre el fondo del caso.o Ahora bien, la Comisión debe
reiterar que a la luz del tiempo transcurrido el esfuerzo del Estado en la Investigación de los
hechos y sanción de los responsables resulta insuficiente, ya Que sólo a comienzos de enero

5 Ver parrato 4 tII. Tr;l¡mite ante la Corniaió n] y párrafo 50 IIV.C Análisis --La Falta de Investigaciór1 en el Caso
sub-ute-) del Informe N" '.6/99.
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de 1999 la Dra. Mary Severich, Coordinadora Distrital de Defensa Pública del Ministerio de
Justicia en Santa Cruz. solicitó al fiscal de dicha ciudad" lsle requiera el inicio de diligencias
de Policía Judicial hasta establecer responsabilidad y castigar a los culpables". Desde esa
fecha hasta el dfa en que se presenta esta demanda a la Honorable Corte. Bolivia no ha
suministrado a la Comisión pruebas que demuestren alguna actividad jurisdiccional tendiente
a sancionar a los responsables. La Honorable Corte debe considerar que estas actuaciones
jurisdiccionales deberfan ser más sencillas y efectivas si tenemos en cuenta que el Estado ya
identificó a los presuntos responsables.

2. Con relación a la recomendaci6n de la Comisión a Solivia para que elabore UIl

proyecto de ley que tipifique como delito la desaparici6n forzada de personas y que lo
Incorpore al Código Penal. la Comisión encuentra al respecto una ligera incongruencia entre los
dos escritos suministrados por el Estado el 17 de marzo (Anexo 121 y el 7 de mayo de 1999.
Anexo 111. En efecto. en su comunicación del 17 de marzo de 1999. el Estado afirma qUA la
desaparición forzada "ya es un concepto incorporado dentro de la normativa penal de Bolivia"
y en su comunicación del 7 de mayo de 1999, señala que "propondrá un Anteproyecto de
Código Penal en el que se tipifiquen delitos COntra la seguridad de las personas, como la
desaparición fOl'lada". La Comisión considera muy positivos los esfuerzos del Estado boliviano
en trabajar para Que dicho proyecto tenga éxito. No obstante. la Comisión considera también
que el Estado no cumplió con esta recomendación .

3. En cuanto a la aseveración del Estado de que urge la presencia de la madre de
la vrctima para ratificar 1" denuncia en la jurisdicción interna boliviana. la Comisión considera
que tratándose de un delito de acción pública, debe ser perseguible de oficio. Al respecto, la
Comisión debe reiterar que:

.. .tratándose de delitos de acción pública --y aún en los dependientas de instancia privada-- no es
válido exigirle a la v¡ctima o a sus familiares el agotamiento de los reeu-scs Internos, ya que es
funeíén del Estado preservar el orden públic:o y, por el'lde. es su obligaci6n actuar la ley penal
promoviendo o impulsando el proceso hasta el final Tal como lo ha expresado la Cone
I'lteremerlcana de Derechos Humanos, la obligación de investigar debe tener un sentido y ser
asumida por el Fs.tsdo como un aeber iUfldico propio y no como una simple gestión de intereses
plJrriculares, que dependlJ de IlJ inicilJriva procesal de la vtctime o de sus fBm/7iBres o de /a aportación
prtved» ~ elementos probetorios. sin qua la aurorídlld prJbliclI busque flfflctivam.mre la verdad (Corte
I.D.H .. Caao VeláaCluez Rodrfguez. Sentencia del 29 de julio de 1988, página 73. párrafo 177). Esto
es, la obljgación de inve~tig8r. creceser y sancionar a los relponsable$ da violaciones a los derechos
humanos es un deber indelegable del Estado. Una cOl"lsecuencia de ello "S que el funcionario
público, al contrario del particular, tiet1e la obligación legal de denunciar lodo delito de acción pública
que "egue a su conocimiento en el ejercicio de sus funCiones. La afirmación precedente se confirma
en aquellos regrmenes procesales C1l.1e niegan él l. vrctima o a sus familiares legitimación procesal,
ejerciendo el Estado el ",ol"lopolio de la acción penal. Y. en aquellos otros en donde esa legitimación
e&tá previst... su ejar:icio no es obligatorio sino optativo para el damnificado y no sustituye a la
actividad estalal B

..
: t -,

'1,

...
4.

a los 21
El Estado boliviano afirma en su respuesta que la Comisión no hace referencia

años transcurridos entre el hecho acaecido y la denuncia presentada por la

...

..

..

• CIDH. Informe NQ 52/97. Caso 11.218. Arges S9qUflira Manflas vs, República de Nicaragua, 18 de fsbrero
de 1998. Informe Anual 1997. OEAfSsr.L(V/II.98, Doc. 6 rev .. 13 de abril de 199B, páginas 734 y 735. párrafo.

96 y 97 .
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peticionante. Agrega el Estado que Bolivia vive desde octubre de 1982 un proceso
democrático ininterrumpido y que se ofreció seguridad jurídica a los ciudadanos, especialmente
en el ámbito judicial. Al respecto. la Comisión considera que las condiciones existentes en
Bolivia al momento de ocurridos los hechos no permitieron a los familiares de la víctima hacer
uso de recursos efectivos para determinar el paradero de la víctima. quien se encontraba
desaparecida desde el 2 de febrero de 1972. La Corte lnteramericsna, al analizar la cuesti6n
de los recursos internos y su efectividad para hallar a una persona presuntamente detenida por
las autoridades, ha manifestado que

.. .óe¡¡Ún .,/ objeto y fin dela Convención. de acuerdo con la interpretaci6n del artteu!o 46.1 .e de la
ml~ma. el racurso adecuado tratándose de desaparición forzada de personas, seria normalmente 91
de exhibiciór¡ personal O habeas corpus. ya que en estos casos es urgente 1.. actuación de las
autoridades [y esl el recurso adecuado para hallar a una persona presuntamente detenida por las,
autoridades. avetlguar si legalmente lo está y, llegado el cese, lograr su libertad.'

SIO embargo, la Corte también ha establecido que los recursos internos deben ser
eficaces, es decir, deben ser capaces de producir el resultado para el que han sido concebidos"
y que en caso de comprobarse la existencia de una práctica o polftica ordenada o tolerada por
el poder público, cuyo efecto es impedir a ciertos demandantes la utilizaci6n de los recursos
internos que, normalmente, estarían al alcance de los demás, acudir a dichos recursos se
convierte en una formalidad sin sentido, por lo que se hacen plenamente aplicables las
excepciones al agotamiento de los recursos internos contempladas en el artfcuJo 46(2) de la
Convención."

La Comisión, al evaluar la información proporcionada tanto por los peticionarios como
por el Estado, no ha encontrado evidencias que permitan concluir que la madre de la vfctima
haya interpuesto un recurso de babeas C0-ll2YS ante los órganos jurisdiccionales internos de
Bolivia. No obstante, los peticionarios manifestaron que no pudieron hacer uso del mencionado
recurso en virtud de la situación imperante en Bolivia en aquella época .

Los elementos de convicci6n que la Comisión presenta a la Honorable Corte confirman
lo señalado por los peticionarios. En efecto, el Estado boliviano en una nota transmitida a la
Comisión el 14 de junio de 1994, remitió una serie de documentos entre los cuales estaba un
informe preparado por Johnny Morat6 Morales, (Anexo 71 Subsecretario de Derechos Humanos
del Ministerio de Justicia, el cual señalaba inter alia lo siguiente;

La etapa hlstérlca que vivi6 Bolivia entre 1971 a 1976. puede considerarse como el periodo más
demostrativo de ia violación de res Derechos Humano$. Esa página obscura de nuestra vida
republicana muestra hasta hoy sUó contemos dramáticos. con muchas personas asesinadas, otras,
desaparecIdas, otras torturadas, en fi,., privadas de sus má~ elementales derechos ciudadenos .
Pesaron ¡ergos y penosos años. las imborrables huellas de eses dras de desesperanza, de horror y
desesperación Quedan como pesad;llas diflciles de evitar. praserrtándose cotidianarnente como

, Corte I.D.H .. ClISO Vel6sql1BZ Rodrlgl1ez. Sentencie del 29 de julio de 1988. párrafo 66. y CllSO Csbstlero
Delgado y Samllna, Excepciones Preliminares, Sentencie del 21 de enero de 1994. párrafo 64 .

,
.. j
1

'1

• Corte I.D.H.. ~. oc.clt .. párrafo 68.

,

5 1

• !la!!l, párrafos 63 y 66. 11,
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aspectros temibles por IlI5 consecuencias Que la desaparición de algún ser quendo rnenve en quienes
Q'Jed.ron con vida.
• • • ••

21 de Agosto de 1971: Golpe ce EstadO encabezado por el Gral. Hugo !!lanzar. cierre de ',,5
universidades. epreUl"!".¡ento d. dirigentes polltlcos. sindicales V universit ariOs . los cuales fueron
torturados. vejados yio asesinados en su mayorfa .

En otro informe presentado ante las Naciones Unidas, (Anexo') el Estado boliviano
manifiesta que:

En 1ge4 un golpe mi litar derroca al Gobierno revolucionario del MNR y asl se inicia una '"rga serie
de gobiernos dictatoriales de todes las tendencias. resaltando antro las más n"f"stas la dictadura
del general Banzer. 1971·1978. y la del general Garela Mllza. HI80·1981. que viole"
sistemáticamente los darechos humanos. Imponen un régimen de terror y acaban ocas ionando la
peor debacle econ6mica nacional por 1" corrupción de sus regrmenes . En 1982 Y tras varios InteNoS
frustrados por ,1 milite"smo. se recupera le elemocracia en Bolivia. .. . 'o

Es evidente que entre el 2 de febrero de 1972, fecha en que la víctima fue
"desaparecida" y el año 1982, en que se recupera le institucionalidad democrática en Bolivia.
no solamente era ilusorio que los familiares Intentaran algún recurso. sino también constituía
un riesgo para sus vidas por la situación de violencia e inestabilidad politica que viVIÓ ~I país
en aquella época. Más aún, la Comisión lnteramericana en un Informe Especial sobre la
Situación de los Derechos Humanos en Bolivia publicado el 13 de octubre de 1981 concluyó
que el Estado boliviano

... ha incurrido en graves violaciones de derechos huManos consagrados en la ConvencIón Americana
sonre Derechos HumanOS. I!stas violllciones afectan:
el Al derecho Il la libertad personel. por cueotc. sin el cumplimiento de requisitos constitucional...
y 1ogal". tales como la orda,., da autoridades competantes o la form\J llIc;ón de cargos, centenares
da oersones han ..do detenidas sin ser sometidas a juicio. aun~ue una parte de ellas ya tue I;barada.
y adem6s. porque 10& r.curlos de h.be#$ corpU$ y da .mll"o, garantClIs judicialu de le mayor
Importancia par. la protección ele derechos humanol. no han tenido elecrivÍ<lI.d lén1nis agregado!. "

Queda claro entonces que la madre de la víctima no solamente no tuvo acceso a los
recursos internos por las circunstancias particulares de Bolivia en aquella época, sino que
además. está demostrado que el recurso de hª~es ~lJs --garantfa fundamental que hubiese
servido para dar con el paradero de José Carlos Trujillo Orcza» no tuvo efectividad durante el
lapso antes mencionado. Asimismo. al no tener acceso a los recursos de la jurisdicción interna
en los primeros momentos después de enterarse que la víctima habla desaparecido. él los
famil iares de la víct lma se les negó la posibilidad de contribuir al esclarecimiento de los
hechos. En efecto, la situación imperante en Solivie --al momento de la desaparición ele la
vlctima-- no solamente ha impedido que los familiares de la vlctima puedan conocer la verdad
de lo que ocurrió. sino que además. imposibilitó su colaboración o partlclpacr ón en el
esclarecimiento de los hechos. El interés de los familiares de la víctima porque se haga justicia

10 Naciones Unidas. Instrumentos tntamaclonelas de Derechos Humanos. Documento Básico Que forma parle
integrant e de los tntormes de los Est..dos Partes. Bolivill, HRIICOREfHAdd.54./Rev .1. 7 de octubre de 1996. pág'na
, 1 , párrafos 53 y 54.

•

1·'

" e/OH, r I H
rav .Z , 13 de ectobre de 1981 . página 113. párrafos 1.1el.

livi , Washington, OEA!Ser.LNIII.53. doc .B
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en su caso puede contribuir a la eficacia de las investigaciones y al castigo de un dellto por

violaciones de los derechos humanos. Ase en esta etapa crucial de la investigación, cuando
la memoria de los testigos está fresca y cuando aún es posible practicar pruebas periciales o
inspecciones judiciales que permitan recoger evidencias, la falta de acceso de los abogados
de íos familiares de la víctima a los recursos de la jurisdicción interna ha contribuido a lo

impunided en el presente ceso.

El Estado boliviano también afirma que desde 1982 existió en Bolivia seguridad jurldica
para los ciudadanos, especialmente en el ámbito judicial; sin embargo, en un informe
presentado por el mismo Estado ante las Naciones Unidas el 7 de octubre de 1996, parece

decir todo lo contrario: (Anexo 1).

. ..18 Conatituci6n PolCtica del estado protege formelmente todos los derechos reconocidos en la
Declarecu~n Universel de Derechos Humal10S y especialmente en el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Polfticos, asC como los proclamados en los Instrumentos de protección regionales, como la
Convención AmencElna de Derechos Humanos,

Sin embargo y pese a aste amplio reconocimiento del ordenamiento jurrdico interno a los derechos
fundamentales, el Gobierno bonviano reconoce que persisten importentes impedimentos en la
aplicación real de utos instrumentos que no permiten aún alcanzar un gOC8 pleno y generalizado
de los beneficioS constitucionalts de 10$ ciudadanos...

Entre los problema; m:b lacerantes Que se estén encarendo actualmente se encuentra la defiCiente
adminietración de justil;la en Bolivia, sobre la Que existe una especial crItica de la sociedad.

LB demora al" la resollJCIOn de conflictos es IJno de los problemas fundamentales de ,,, admif1istración
de justICia, Se sellal" como C"usa,. de la demore de la solución de conflictos al interior del poder
judioial la negligencia d.. los operadores del sistema (jueces, abogados, fiscales) y fVI"lcionarios del
poder judicial en todas !US jerarquras, pues generalMente no asisten a las respectivas audiencias o
promueven rneearnsrnoe dil;ltorios (incidentes o excepciones1 absolutamente innecesarios, como el
abuso del amparo constitucional, l.o Qve denota la existencia de un sistema penal inadecuado, con
exceso de recursos procesales, unido a la burocracia exiGt""te al ínte'ior del poder Judicial.
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Adicionalmente. otras opiniones llaman la eteneiOn respecto a la incidencia que cabe reconocer en
el relardo de la administraCión de justicia al fen6meno de la corrupción. En muchos casos las partes
ofrecen dádivas al personal auxiliar del poder judiCial e incluso a 105 miilgistrados, con la finalidad de
Que éstos demoren 105 prOcedlmientol;.

EI"l rel ..ci6n e la duración de los conflictos penales. la principal demora en el proceso de instrucciór,
Sil atribuye a los señalamientos distanciados (pllllOll fijados por la autoridad judiCIal para el examel"l
de la causa), Blll como a la postergación de las actuaciones por el ¡uel. Eilo evidencia sin duda vn
problema de recarga en la tarea judicial. pero no puede soslayarse una responsabilidad funcional Que
ata/l" tanto a los juec... como al personal auxiliar por no actuar con mayor celeridad .

Las personas que necesitan acudir al poder judicial para resolver algón conflicto, dudan rnuene antes
de interponer una aecton. pues un" vez que su problema pasa a tramltarse en el ~mbi¡o

Jurisdiccional, no tienen manera de prever el tiempo que habr6 de durar el procedimiento, ni mucho
menos si al concluir al mismo obtendrén una definición satisfactoria, a salvo de taetores
díGtorsionados y ajenOs ;1105 extremos dellitIIlIO.'2

'J Naciones Unidas. Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos. Bolivia, B .
r I m e p. op.cit.. páginas 50,51, Y 52, párrafos 231. 233, 234. 235,

237. 238, 239, Y 243.
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La exposición realizada no hace nada más que confirmar a la Comisión que los famil iares
de la víctima no solamente estuvieron impedidos de acceder a los recursos de la jurisdicci6n
int erna, sino que además, no existen en la legislación interna del Estado boliviano las 9aran! fa s
del debido proceso legal para la protección de los derechos vulnerados por sus autoncaces en
perjuicio de José Carlos Trujillo Oroza. por los hechos ocurridos a partir del 23 de diciembre
de 1971, pero que se extienden hasta el día de hoy. La Comisión considera que la obligac ión
de proveer protecci6n judicial no se satisface simplemente con la existencia formal di'!
tribunales. Los Estados deben tomar medidas concretas para asegurar la vigencia efect iva de
este derecho. De ahr que la Corte Interamericana ha señalado que los principios de derecho
internacional "no se refieren s610 a la existencia formal de 105 racuraos, sino también a Que
éstos sean adecuados y efectivos, como resulta de las excepciones contempladas en el
arttculo 46.2 " . 13 También ha aclarado que el requ isito de un proceso efectiva y no formal
implica, además de una excepción al agotamiento de los recursos internos, una violac ión del
artlcuto 25 de la Convenclón .!"

5. Por último, el Estado de Bolivia afirma que el Congreso de la República ratificó
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas el 12 de julio de 1996,
mediante ley N° 1695. La Comisión considera positiva esta medida del Estado boliviano, pero
debe informar a la Honorable Corte que dicho Estado todavra no ha depositado el instrumento
de ratificaci6n de la mencionada Convención ante la Secretarra General de la Organización de
los Estados Americanos. (Anexo 2'. En stntesis. la Comisi6n considera que la respuesta
presentada por el Estado de Bolivia a su informe confidencial N° 26/99 no constituye un
cumplimiento apropiado de sus recomendaciones.

Bolivia ratificó le Convención Americana el 19 de julio de 1979 y aceptó
incondicionalmente la competencia de la Corte el 27 de julio de 1993. de acuerdo con el
artículo 62 de la Convención .
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Los hechos materia de la denuncia tuvieron principio de ejecución el 23 de diciembre
de 1971 , cuando José Carlos fue detenido por agentes del Estado boliviano y trasladado al
recinto carcelario denominado El Pari. El 2 de febrero de 1972, José Carlos desapareció
mientras se encontraba bajo la custodia del Estado, situación que se extiende hasta la
actualidad. Por ello, la Honorable Corte es competente para examinar el caso conforme él la
Convención Americana en la medida que la desaparición forzada constituye una violación de
carácter continuado.

En efecto, la desaparición forzada de personas es un delito continuado o permanente .
Sus efectos se prolongan en el tiempo mientras no se establezca el destino O paradero de la

- -------- --,--
' J e Dorte 1. .H. . op.cít.. pérrato 63 ,

,. Corte LO .H.. , co.ctr., párrafo 174.
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victima.'~ La figura de la "desaparición forzada de personas" como delito de carácter
continuado nace a mediados de los años sesenta, y se incorpora gradualmente al vocabulario
del derecho internacional de los derechos humanos 8 lo largo de la década siguiente, hasta ser
consagrada en el artIculo 111 de la Convención Interamerícana sobre Desaparición Forzada de
Personas de 1994. 18 Además, la noción de situación continuada lcontinuin~n/situation

continU§1 cuenta igualmente con reconocimiento judicial por parte de la Corte Europea de
Derechos Humanos, en decisiones sobre casos relativos a detenciones Que se remontan a los
años sesenta;'?

La experiencia internacional acumulada por los órganos de supervisión de derechos
humanos en \05 últimos años enseña que la desaparici6n forzada no puede ser disociada de
violaciones de otros derechos consaqrades en tratados de derechos humanos como la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, como el derecho a la libertad y a la
seguridad personal (artIculo 7.1). el derecho a no ser detenido arbitrariamente Iartícu!o 7.3L
el derecho a no ser sometido a torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (artículo 6) ,
y el derecho al reconocimiento de la personalidad jurfdlca ante la ley (artfculo 3).' 8

La Corte Interamericana ha señalado que "Iell fenómeno de las desaparic iones
constituye una forma compleja de violación de los derechos humanos que debe ser

15Rodolfo Mattarollo. Qué Pullde Hacer el Derecho Internacional Frente a las Oes(J¡)liticiones en LA DesAPARICION:
CRIMfN CONTrlA L,A HUMANIDAD: JORNADAS scsse EL TRATAMIENTO JURIDICO DE LA DESAPARICiÓN FOrlZAOA DE PERSONAS,
Facultad de Derecho y Ciencia, $ocillles de 111 Univer.id.d Nacional de Buenos Aires 11987), pág. 189. 'Se est~

ante una aoucaeten de normas imperativas del derecho Internacional general (jus cnqens) . Que comportan un
elemento intemporal. En lo que se refiere a !lIS desapariciones forzadas que habiendo comenzado antes de I~

entrada en vigencia de la Convenci6n. no hayan cesado después. la aplicación del tratado tendda a su favor ,
adem:lls del anterior , el argumento de que su procedencia deri";I t;lmbi'n del carácter de delito continuado desde
el secuestro de la víctime, h8518 el momento de su .libertad o el de su muerte. fehaCientemente comprobada ."

'OCo"" I.O.H., Caso Blake. sentencie de 2 de julio de 1996, Voto Razonado del Juez A.A. Cllnc;:ado Tr,ndada.
Excepciones Preliminares. pérr. 2 , El artrculo 111 de 18 Convenci6n InteramlOricanlt sobre Desaparición Forzad~ de
Personas dlOfine la desaparición forzada como un delito "contjnuado o permanente mientras no &8 establezca e]
destino O paradero de l. víctima, P

" !l1mn.. p¡\rr. 9. Por ejemplo. en el caso de I r . A t . la Corte Europea falló que el período de una
detenclón ~rllurilba hasta la fecha en la cual Austria h~bla aceptado la COnvenciÓn Europea de Derechos Humanos .
aUnQu.la situación de la detención originó antes de esta fecha. La Corte dijo que no se pueoe divldír el tiempo de la
detención; hay Que consíd.",r el tiempo de la tletl:JnciOn como una sltuacl6n continuada. como un tiempo indi.isll: le.
StogmuUer c . AUlilria. Serie A. N' 9. Corte EUropeil de Derechos Humanos, (1979-80) 1 EHRR 155. 10 dlil noviembre
de 1969. Writl9n-Proc, pérr. 4. También. la Corte Europea consideró 1m otro caso. . la alegseion
de 1a Comlsl6n Europea de Derechos Humanos Que los hechos constituyeron una situación continuada porque la
detención de la víctima empezO unos 81'105 antes y continuaba durante el caso. Neumeister c. Austria, Serie A. N' 8
Corte europea de Derechos Humanos (1979-80). 1 EHRR 91, 27 de junio de 1968, Wrrtten·Proc. párr, 5,

'0!liJ:m.. párr. 3. En efecto . en la Resolución 26186 der caso 10.109 (Argentina! del13 de septiembre el", 1fJ88.
la ComisiOn ,e declarO competente para delOldir sobre une petilOión que denunci6 le lOontinuación de una violaCIó n
QQ cierechos humanos que .& iniciO en feena enterior a 1;1 entrada en v¡Il0r de la Convención Ameríc<lna par~ ,,1
Estado danunciado. En dicha oportunidad. la Comisión sel'lal6: .. Sin perjuicio de la competencia racione meteriee.
es evidente que exisle en este caso una circunstancia que rstton« temports, gravita sobre el examen del mismo " .
v concluye afirmando Que "interpreta que esta situaci6n supera la circunstancra tauone ternporis y hace necesaric
que la Comisi6n torrnuts sus consideraciones sobre el fondo o materia del CllSO . v. " , Comisión. I.D.H.. Informe Anua'.
1987·1988.
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comprendida y encarada de una manera integral". 19 En este sentido, la Corte agregó que "[IJa
desaparici6n forzada de Seres humanos constituye una violación múltiple y continuada de
numerosos derechos reconocidos en la Convenci6n que los Estados Partes están obligados a
respetar y garantizar" .20 De ahi que las caracterfstlcas de este delito colocan al Estado en una
violación continua de sus obligaciones lnternacicnates. Es esta violación continua de derechos
humanos la que otorga competencia retione temporis a la Corte para entender este caso, toda
vez que desde el 2 de febrero de 1972 José Carlos Oroza Truji/lo permanece desaparecido.

Esta práctica de extender el ámbito de aplicaci6n de la Convención Americana a hechos
viotatorios de los derechos humanos anteriores a su entrada en vigor seria similar a la de los
sistemas internacionales de protección de derechos humanos como el de la Unión Europea y
el de las Naciones Untdas 2' concretamente el Comité de Derechos Humanos de Naciones
Unidas. 2 2 Asimismo, el artícuio 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los
Tratados, dispone que una situación que no ha dejado de existir en el momento de la
ratificación está afectada por las obligaciones internacionales incorporadas al tratado que se
ratifica.

En el caso l!Ub·lit~ se observa que los hechos denunciados tuvieron principio de
ejecución en 1971 bajo la ', igenc ia de la Declaraci6n Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre en Bolivia; sin embargo, la naturaleza [urfdlca del delito cometido -.d9saparición

' ·Corte I.D.H.• Velésquez Rodrlguaz. sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C: Resoluciones y Serrtenoias , tJ '
4 . párr. 150

20 J.¡jjm} ., parro 155. De igual forme, do" casos de la Cort.. Europea de Derllchos Humanos {en adelante, "Ia

Corte Europea"l han señalado que la desapariciÓn forzada Congtituya una violación continuada. Blaier C, Uruguay,
Comm . No.R.7/30, U .N . Doc.Supp.No.40 IA/37/401 (1982) y Quimeros c . Uruguay, Comm. N' 107/1981 .
U.N ,Doc.Supp.No.40 \A/38/40l\ 1S831. Para una mayor discusión, véase Diene F. Orentlicher, S"rr/ing Accounts:
Thl! Duly lo P'oSflCule Human ~ights viotettons o, , Prior Rey/mr¡. 100 YALE L.J . 2537, 2575 (Junio. 1991/.

2. Los eiecto, de las situaciones continuadas no sere se aplican a 105 tratados en el derecho internacional de
los derechos humanos, sino también a la competencia ,arion. tempotis de los órganos de control por parte da los
Estedos. La Comisión Europea, ~n su decisión del 12 de febrero de 1992, A r' r
GreCIA, se conslderé competente para Conocer las violaciones alegadas por una serie de medid;!s tomadas entre
1979 y 1981, que originaron una situacié n continua que perduraba. a pesar d.. que el Gobierno de GreCh~ habitl
aceptado la competencia de la Comisión el 20 de noviembre de 1985. Anuario de la Convención Europea de
Dated,os Humanos, 1992, So licitud N° 14807/89, pi9 . 43. La Comisión europea de Oer.,;hos Humanos ¡",n
adlllante , "la Comisión Europea") también ha reconocido que existe un concepto de situaciones continuadas.
especialmente en casos discutiendo el conflicto entre Turq1.lia y Chipre. Chipre v, Turquia del 1 de enero de 1996,
Solicitud N' 25781/94, Comisión Europea de Derechos Humanos. 1997: Chipre C, Tutquia del 4 de octubre de 1983.
Solicitud N' 8007/77, Comisión Europea de Derechos Humanos y Comité de Ministros, 1993; Chipre c. TurqulB del 10
de juno de 1976, Solicitud N' 6780174 Y6950nS, ComiSión Europea de Derechos Humanos. 1982. En estos casos. la
Comisión Europea observO que aunque los violaciones denunciados por Chipre eran basadas en la invaclón a Chipre
por Turqur!J en 1974, hebía que verlas como una ·situación continuada". La Corte Europea ha aceptado la noción de
"violación connnusr de la Convenci6n y sus efectos sobre los limites temporales d~ la competencie de los Organos
da la Convención IVllr entre otras decisiones: PapamlchllJopoulos y otros c. Grecia del 24 de junio de 1993, serie
A. N" 260·B, pAgs. 69-70.40 Y 46: y Agrotexim V otros C, Grecia del 24 de octubre de 1995. serie A N° 330. págs .
22. 56 y Loizidou c. TurquJa del 18 de dicismbre de 1996.

"Comité de Oere<:hos Humanos, Casos TORs" Ramlru e. Uruguay, comurucacíen N° 4/1977, párr . l8, y Millan
Sequeira e. Utuguay, comunicaci6n N° 611917, parrl;. 16 Y 17.
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torzeae-» creó una situación continuada por su persistencia en el tiempo por lo que hasta la
fecha no se conoce cuál fue el paradero de la vlctirna ni se ha investigado ni sancionado a
ninguno de los responsables. Así, las consecuencias se extendieron hasta el presente y
persisten como un todo indivisible, por tratarse de acciones continuadas, o hechos cuyos
efectos permanecen en el tiempo, más aUé de la fecha en que se produjeron. Estos hechos
constituyen una "situación continua" que puede caracterizar "violaciones continuadas ", las
cuales entran en el ámbito de aplicación temporal de la Convención AmericanaY EII
consecuencia, la Honorable Corte tiene competencia para aplicar la Convención a aquel/as
situaciones continuadas que se iniciaron bajo la vigencia de la Declaración Americana.

Antes de finalizar este capftulo sobra la competencia retione temporis, la Comisión
desea establecer una diferencia entre el caso sob-iudice y el caso Blake vs. República de
Guatemala que decidi6 la Honorable Corte el 24 de enero de 1998. En el caso Blake, la Corte
se declaré incompetente para pronunciarse sobre la violación de algunos derechos de la
Convención, entre ellos el derecho a la vida (art. 4.1 de la Convención) y el derecho a la
Libertad Individual (art. 7 de la Convención). Con relación a le violación del derecho a la vida,
la Honorable Corte señaló que la desaparición forzada de la vtctlma "fue un acto Que se
consumó, de acuerdo con algunas declaraciones testimoniales y el certificado de defunción el
dla 28 o 29 de marzo de 1985, es decir, antes de la fecha del reconocimiento por Guatemala
de la competencia de la Corte" ,24 Más adelante, la Corte reiteró Que "s610 tiene competencia
para pronunciarse sobre los efectos y los hechos posteriores a la fecha de reconocimiento de
su competencia (9 de marzo de 1987)" .25

A diferencia del caso arribe citado, la Honorable Corte deberé tener en cuenta en el caso
sub-judice lo siguiente: a) El Estado ··en varios escritos ante la Comisión-- reconoció los
hechos, al relatar incluso la forma en que la víctima fue desaparecida, identificó a los autores
materiales e intelectuales, aceptó su responsabilidad y pidió disculpas a la madre de la víctima;
(Anexo 6) bl No se conoce hasta la fecha el paradero de la vfctírna; el No existe fecha cierta
de la presunta muerte de la vfctima ni el Estado ha proporcionado certificado de defunción.
protocolo de autopsia u otra prueba que demuestre que la vfctima falleció antes del 27 de julio
de 1993, fecha en que Bolivia aceptó la competencia de la Honorable Corte; dl No se han
encontrado hasta la fecha los restos de la vlcttrna, a diferencia del caso Blake en que sf se
encontraron: y el Nunca existió una investigaci6n judicial para esclarecer los hechos, identificar
en forma legal a los responsables y sancionarlos penalmente.

"En este misrnc sentido, ver la Corte Internaeional de Justicia, Decisión sobre Objeciones PreHminares dal Caso
8osnla-HerzegovinB contra Yugoeslavill. apllcaeión de le Convención sobre la Prevención y Castigo del Crimen de
Genocidio del 11 de julio de 1996. La Corta consideró que la Convención contra GenOcidio no contiene ningund
ciáusuía Qua limite el objeto y el efecto de su jurisdicción retion« temaorts. La Corte concluyó qUlil tenla jurisdicción
para der efecto a la Convención sobre 105 bachoa relevantes que oeurneron desdlil el comienzo dlill conflicto que
tuvo lugar liln Bosnia-¡';erzeQovina. de acuerdo al ODjeto y fin de la Convanclón definida ~or la Corte en 195' y 10$
prinoipios por las naciOrles civilizadas lerga omnes), aún sin ninguna obligación convencional.

" Corte ID.H., Caso Blake vs. República de Guatemala. Sentencia de 24 de enero de 1996. párrafo 86.

7. J.djm¡.
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Las diferencias arriba establecidas no hacen nada más que confirmar que nos
encontramos ante violaciones que contínuan o permanecen en el tiempo y que se prolongan
hasta la misma fecha en que la Comisión presenta este caso a la Honoral:lIe Corte, ya que
como ha señalado el Grupo de Trabajo Encargado de Analizar el Proyecto de Convención
mtersmencene sobre oeseoencton Forzada de Personas:

[el delito de desaparción forzada de personasl es permenente por cuento se consuma no en torma
instantánea sino permanente y se prolonlla durante todo el tiempo en Que la persona perrnenece
desaparecida. 2 S

Por consiguiente, al continuar José Carlos Trujillo Oroza en calidad de desaparecido, la
Honorable Corte es competente para decidir sobre la violación de los derechos de la
Convención que se exponen en el objeto y conclusiones de la presente demanda .

B. Agotamiento de Recursos Internos

La cuesti6n del agotamiento de los recursos internos está exhaustivamente considerada
en el Informe N' 26/96.2' Por lo tanto, la Comisión da por reproducidos los párrafos 34 a 50
de dicho informe en los que se analiza la cuestión del agotamiento de los recursos internos en
relación con el caso sy.b·lite .

•

,; OEA/CP·CAJP, Informe del Prtl$identfl dfll Grupo de Trsbsío Encargado de Analiz8r el Proyeceo de
Convencian Inref6mericlm8 sobre Desaparición Forzada de Personas, doc. OEAi5er.GiCPiCAJP·925193 rev. 1. de
25 de enero de 1994,p. 10.

"En resumen, la Comisi6n en su informe del ertrcure 50 sobre el caso ill.b.fu concluvó QUE!, de conformidad
con el artTculo 4812} de la Convencl6n Americana, no se aplicaba el requisito de agotamiento de la [unsdrcc.ón
interna dispuesto en el artIculo 46\ l\la) por las siguientes razones:

(1' Porqua al Estado de Solivia renunció tácitament.. a valerse de la excepción del agotamiento de recursos
internos ya Que después de haber reconocido los hechos de la dsnuncra. aceptado responsabilidad de los hechos,
y confirmado su obligaci6n de realizar una investigación seria y responseble a tin de identificar, procesar y sancionar
a 10& responsables, planteó por primera vez, a casi cinco ar'ios de haber comenzado el proceso, la excepción del
no agotamiento de recursos internos. Sobre este particular. 1<1 Corte ha sentado su jurisprudencia a pilrtir de sus
primeros CllSOS contenciosos:

La exclilpci6n de no aQotamiento de recursos Internos, para ser oportuna, debe plantearse en las
primlilras etapas del procedimiento, a falta de lo cust podrá presurnlrse 1/1 renuncia tacita a valerse
de la misma por perte del Eatado interesado y que el Estado que alega el no agotamiento tiene
/1 su eerse el seflalamiento de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad.
¡Corte I.O,H., Caso Velésquez Rodrlguez, excepciones preliminares, sentencia del 26 de junio de
1987, serie e, No. 1. parro 88.)

(21 Porque hubo retraso injustificado por parte del Estado de 60llv;il ya Que transcurridos mas 08 27 años
no inició una investigacion jUrisdicclon¡¡1 de oficio a fin de identificar, procesar y sancionar a los responsables de
los hechos, y asegurarles a los familiares de la vICI;,.,B una adecuada reparaoi6n asr como el conocimiento de lo 'lue
sucediO con los restos de la ",rotima. Ésto, a pe~ar de que el Estado de Bolivia tuviera conocimiento de los hecho.
desde 1976, año en que S8 denunci6 a la Asamblea Permanente de los Derechos Humanos en Bolivia, y ast
sucesivamente al poder ejecutivo y legislativO ae la nación. la Comisi6n consideró que la última información
suminiStrada par el Estado boliviano sobre los avances en la jurisdicci6n interna para iniciar una Investigación de
los hechos a enero de 1999 es insuficiente y terdra a la luz del tiempo trascurrido.
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No obstante, la Comisión desea hacer algunas precisiones al respecto. En el caso sub­
iuaice la denuncia fue transmitida al Estado boliviano el 18 de febrero de 1993 y recién ellO
de octubre de 1997 ··durante ul"l8 audiencia celebrada ante la Comisión-o el Estado senala que
la madre de la vlctima no agot6 los recursos internos. Dicho en otras palabras. después de
más de cuatro años de iniciado el trámite ante la Comisión, el Estado considera que no se
agotaron los recursos internos; sin embargo, no señaló cuáles eran esos recursos que debieron
haberse agotado y su efectividad para dar con el paradero de la vrctima, quien se encuentra
en calidad de desaparecida desde el 2 de febrero de 1972.

la Comisión debe manifestar que los argumentos planteados por el Estado boliviano en
esta materia no son compatibles con la práctica del derecho internacional de los derechos
humanos, por cuanto es bien sabido que la parte que invoca el no agotamiento de los recursos
internos tiene el deber de identificarlos ante la Comisión en forma específica y no de manera
genérica. Esto es, no basta con que genéricamente el Estado invoque el no agotamiento de
los recursos internos en su momento ante la Comis¡ón, sino que hace falta que especifique
cuáles son los recursos no agotados e informe acerca de su efectividad. Sobre este particular
la Corte ha sentado una jurisprudencia a partir de sus primeros casos contenciosos;

.. .la excepción de no agotamiento de los recursos internos, para ser oportuna,
debe plantearse en las primeras etapas del procedimiento, a falta de lo cual
podrá presumiese la renuncia tácita a valerse de la misma por parte del Estado
interesado y que el Estado que alega el no agotamiento tiene a su cargo el
señalamiento de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad.<a

En consecuencia, el Estado boliviano al no haber opuesto la falta de agotamiento de los
recursos internos al inicio del procedimiento ante la Comisión renunció tácitamente a valerse
del mismo para solicitar que el presente caso sea declarado inadmisible por este asunto.

VI. EL ALLANAMIENTO DEL ESTADO

El Estado de Bolivia, por su parte, reconoció los hechos de la denuncia en el curso del
trámite ante la Comisión, asr como aceptó su responsabilidad en la detención y desaparición
forzada de la vtctlrna, En casos anteriores, la Corte ha considerado que, dado el
reconocimiento de responsabilidad efectuado por el gobierno, la controversia en cuanto a los
hechos que dieron origen al presente caso cesa. Por lo tanto, le corresponde a la Corte decidir
sobre las reparaciones y sobre las costas del procedimiento. Z~

En efecto, Bolivia ha reconocido su responsabilidad por los hechos articulados en el
informe de la Comisión de la siguiente forma:

,

'1'· '

. ~'• •· .

• -
,. Corte I.D.I-I., Sentencia del 26 de junio de 1987, Excepciones Preliminares, Caso Ve/{¡SQvez Rodrigue; vs.

República de Hondvr~s, página 38, párrafo 88,

"Cone I.O.H., Caso Aloboetotl y Otros, Sentencia de '1- de diciembre de 1991, Serie e, N' 11, párrs. 222:3;
Cone I.O.H" Caso El Ampare. Sentencia de 18 de enero de 1995, Serie C, N" 19, pérrs 19-20.
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En un ¡nforme de Johnny Morat6 Morales, Subsecretario de Derechos Humanos del

Ministerio de Justicia. de fecha 18 de enero de 1994, (Anexo 7) se reconocieron los hechos
as]:

r

• 23 de diciembre de 1971, en la ciudad de Santa Cruz. as detenido el Universitario -'oié
carlos Trujillo Oroze, qu.en debido el eíerre de la Un.versided Mayor da San AndréS, donde &re
&studlente de la carrera de filosofía y letras. se trasladó a la capital oriental a trabajar mientras
duraba liste cierre obligado de las universidades.

15 de enero oe 1972, liS confirmada la, detenCión de José Carlos Trujillo Oroza a su señora
madre doñe Gladys Oroza por '1' Jefe de Inteligencia del Ministerio del Interior Rafael loayza.

,--

-
• José Carlos Trujillo, se encentreba detenido en el recinto carcelario del Pari, donde su
señora madre pudo visitarlo y llevarle alimentos, ya que no le daban ningún tipo óe asistencia
durante $U encierro.

• En el transcurso de sus visitas, la sellora Oroza pudo evidencia' qve su hijo José Carlos
mostraba claras marcas de haber sido torturado por $1.1$ captor.s.

,­,

-

Ar"lte la noticia de que algunos det.nidos t'lablan Sido liberados por accrenas emprendidas
por la Cruz ROJa y verifi(.ando el estado de salud de IU hijo como también laa condtctones en las que
se encontraba recluido, !e medre acudió en busca de la sel'Jora Guisela Brvn, 'epresentaMe de esa
organización en Sal'lla CruZ.

• E. aer que el 2 de febrero d. 1972, a las cinco de 'a tarde aproximadamente, la señora
Oroza se hace presente en el Pari, a fin de qua su hijo pueda ser visitado por la señora Brun de la
Cruz ROla.

• JOSé Carlos Trujillo Oroze, quien el' IInCOl'traba detenido. junto a Carlos L6pez Adrián y
Alfon$O Toledo Rosales ya no s. encot'ltrabiJ en el recinto earcelsrlc, pues "hablan sido puestos en
libertad por orden de la Pez". recíbi'lndo contradictoriamente como explicación dos vers.ones:

-

-,

11) QUe fueron remitidos al Paraguay (verSión de Justo Sarmiento Alanis.
agente del 001')

bl Por otra parte. que fueron conducidos al cruce del camino a Cochabamba
<Momero) y que habran SIdo puestos en libertad por orden del Subsecretario del
Interior. (Versi6n de Ernesto Moram. 'Jete del DOP en Santa Cruz; Oscar Menacho,
y Percy Gonzálll$, funcionarjos del [lOP).

03 de julio de 1988, ~i ex-Mayor d~1 Ejército Rudy Landlvar eeusa a Percy Gonzéles
Mona"terios (alias Paye) de ser uno de 108 prin'clpales torturadores y esesmo de verlos detenidos en
el Pari, Quien se encargó posiblemente de "hacer desaparecer" a José Carlos T,ujil\o 0,0,•.

I
,

VarJas hen sido las comurncacienea realizadas por la señora Oroza de SOlón Romero para
consOlQuir informeción acerca de la desaparición de su hijo. Imiti/es han sido las cartas. memoriales
y solIcitudes aparecidas en la orensa a difentnles autoridades nacionales pidiendo intervengan y
esclarezcan este lamentable hecho.

-,
CONCLUSIONES.

Ec evidente que en el golpe del Gral. (rI I-Iugo Banzer Suárez se violaron los derechos
humanos, se apresaron, torturado. exiliado. ¡,esinedo y "desaparecido" muchas perSO"65. Incluso,
se planteó un juicio de responsabilidades ante el Congreso Nacional de la I'lepública por parre del
Diputado Nacional. Dr. Marcelo Quiroge Santa Cruz.

I

A la fecha no es posible dar con el peradero del desaparecido, quien presumiblemente fue
objeto de una ejecución arbitraria en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, en feche 2 de

,,

I

I
r

I~
; , '

­,
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I
febrero de 1972, encubriéndose esle lamentable heeho eon una dudosa comunicación de que
hubIere sido puesto en liber¡ad cumpliendo Órdenes ¡:lrovel'1iel'1tes de la sede de Gobierno (La ~azl. 30

,

En otra comunicación de fecha 14 de junio de 1994, el Estado boliviano transmiti6 a
la Comisión Información adicional en la :cual señalaba "como responsables directos de la,
desaparición del señor Trujillo Oroza a las ~síguientes personas: Coronel Ratael Loavza. de
Inteligencia del Ministerio del Interior en 1972 (fallecido); Antonio Guillermo Elio, Subsecretario
del Ministerio del Interior: Ernesto Morant. ~efe del DOP (al parecer fallecido), Elías Moreno (Ex­
funcionario del DIN-Sc y Jefe de la Comhiatla de El Parí): Percy Gonzáles Monasterios, alias

, ,
"Paye", Sub-Jefe DOP en la ciudad de Santa Cruz, acusado como el ejecutor material de los
detenidos pollticos de esos años; y Justo Safmiento Alanis. agente del DOP en Santa Cruz, en
el año 1972, propalador de la versión de que los detenidos fueron llevados al Paraguay" .Jl

También en el mismo documento "se 5eña¡a~ como testigos de estos sucesos a las siguientes
personas; Guiselle Brun Scerlonl, Directora; Departamental de la Cruz Roja; Carlos López Adrián

,

(detenido); Alfonso Toledo Rosales (detenidol; Beatriz de Toledo (esposa de uno de los

detenidos. ex-Mayor del Ejército Ruddy Ll!lIidr~ar. quien acusó en el año 1988 a Percy Gonz átes
Monasterios (alias Paye) como el ejecutor ~ellos detenidos polttlcos del Parí del año 1971 -72­
731, es una probabilidad de que estas personas estén vivas y residierido en esa ciudad" .

Por último, el entonces Ministro de Relaciones Exteriores V Culto, Antonio Araníbar
,

QUlroga, se dirigió a la señora Oroza en nota del 10 de abril de 1996. a fin de reconocer los
hechos que dieron lugar la desaparición: de José Carlos Trujillo Oroza y aceptar la
responsabilidad del Estado boliviano. También en dicha comunicación el ex-Ministro Araníbar
se corncrornetlé a pagarle a la sei'tora Oroza la suma de $' 0.000 dólares americanos como, ,
concepto de reparación por los danos causados y también a instruir al Fiscal General de la
República a iniciar una exhaustiva investigación de los hechos. 32 (Anexo 51.

,
,

I
30 Informe de Johnny Morat6 Morales, Subseoretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, de techa

8 de enero de 1994, Comunicación transmitida 8 1'8 Comisi6n el 5 de septiembre de 1994.,,
,

3' Evaluación de detalles Que impidieron cumplir con la solicitud de le Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, acerca de il'1formaciól'1 de ciudadanoS degeparecido9, Comunicación tral'lSmitida a la Comisión el 5 de
septiembre de 1994. :

,

I
n Por la importancia de esta nota, la elDH considera pertinente reproducirla a continuación:, ,

República de Bolivia
Mlni&terio d. R.IOlcIO"e$ y Culto
la Paz. 10 de abril de 1996
GM1296·96

Se"ora
Gladys Oroza de Sol6n Romero
I"resente.-

DIstinguida señora: !
, I
, ,

Hemos estudiado con profundidad y cuidad~ el lamentable caso de desaparlclén de su hijo, José Carlos
Trujiilo Oroza, de 21 años de edad, sucedido después de' golpe militar de 1971 del en/. HUIlO 6anzer Suárez , más
concretamente el 2 de febrero de 1972, en la ciudad de Senta Cruz de la Sierra, feche en la Que usted verificó las,

I (continúa ... l
,,
"
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Tal como puede observarse, el Estado boliviano no ha controvertido los hechos
denunciados ni ha negado su responsabilíd1ad; en la detención y desaparición forzada de José
Carlos Trujillo Oroza. Asimismo, las pruebas aportadas, as! como los hechos narrados por los
mrsmos, coinciden plenamente con la verSiÓn!proporcionada por el Estado. Por consiguiente,
la Comisi6n considera probados los hechos que dieron lugar a la detención y posterior
desaparición forzada de José Carlos Trujillo O:roza por agentes del Estado boliviano a partir del
dla 2 de febrero de 1972, fecha en que fue visto con vida por última vez por su madre y otros

, '
testigos presenciales de los hechos. Debe concluirse ternbtén --y as! lo ha aceptado el Estado,
en sus notas a la CIDH-- que la víctima fue sometida a torturas antes de su desaparición

,

forzada. Por otra parte, tratándose de un caso de desaparición forzada, se presume la tortura
de la víctima con posterioridad a su desaparición forzada.

· I,
I
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•
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1...ccnnnuacicnl . 1

tortures .. 18s que habla lIido aometido el joven estudiante y tuvo el último contacto con él.,
,,

, ,
lamentablemente. hasta la fecha no se ha,logrado determinar el paradero de su hijo, sei'lalandose como

presuntos responsables directos de esta desaparici6n a Ilas siguientes personas: Cn!. Rafael Loayza de Inteligencia
del Ministerio del Interior en 1972 (fallecido!. AntoniO Guillermo Elio, Subsecretario del Ministerio del Interior de
aquella época; Ernesto Morant, Jefe del OOp (,,1 par.c.r fallecido!; Ellas Moreno. ex-tunclonaric del OIN-Santa Cruz

· I
Y el Jefe de la ComisarIa del Pari. Percy GonzAlez Monesterlos. Subjefe del DOP {alias "Paye"!. y Justo Sarmiento,
Alanis, Agente del DOP en Santa Cruz. acusado 'de. ter el ejecutor material de las torturas y muertes de los
detenidos polfticos de esos años. I

I
El Gobierno Constnucjonal que preside el lic. Gon~.lo Sánchez de lozada. lamentando profundamente este,

!'>echo delictivo, Y no teniendo ninguna vjnculación con él, reconoce sin embargo que el mismo se prodUjO bajo el
régimen de facto que gobern6 el pa{., entre 1971 - 11978, y 10& presuntos autores material..s " lntelectueles
oficiaban como agentes clvlles de los organismo. de represión de ese gobierno, lo que de eeuereo a normas

, '
internacionales, reconooidas por la Rop(¡blica de Bolivia. oompromQt. la responsabilidad del Estado Boliviano .

•
, I .

Por ello y en representación del Ettado Bolivi!ltlo, 'reoonociendo esa responsabilidad. por la presente \' asr
&Qól la manera sírnbélíea. quisiera el Gobiemo Constitucional, que a través dal presente reconocimiento público de
la responsabilidad estatal en los hechos, pudiera u51ed y su familia abrigar, asr sea de manera mfnirna 11 inicial un
generoso 611mlmiento de conformidad que permit. re\talori~ar en toda su dimensi6n la memorie de Juan eerlos
Oroza Trujlllo, que deberá ser tenido como otro m~rtl~ de la democracia boliviana.

I I
I I

A partir de este reconcclrnlente tilstatal públi~o.· El nombre del Gobierno Constitucional, debo expresarle,
adicionalmente, la decisi6n y la voluntad gubernamental de reconocer en su favor y como madre del desaparecido,,

la suma de su•. 10.000.· que signifique simbólicamente resarcirmentc dtil los daños que usted y su familia sufrieron
por los hechos reconocidos. I

,
, I

Finalmente, y complQtando las responsabIliClad.¡¡ estatales asumidas, el Poder Fjecutivo. remitirá todos los
antecedentes del caso. al Sr. Fiscal General de la República. para que esta autoridad, reouíera lo Que fuere de ley.
a lo. efectos de la investigación jurisdiceional que correspondiera, para establecer responsabilidades y sanoiones
para quienes resultaren probadamente autores del 'hecho delictivo que nos ocupa.

, I
, ,

Con este motivo, y en espera da la comunlbaclón correspondiente. hago propicia la oportunidad p~ra
reiterar El usted $r., Oroza de Sol6n Romero, las seguridades de mi mlis alta y distinguida consideración,

· ,,

I I
I

I
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FUNDAMENTOS DE DERECHO
i I

i
La desaparición forzada de p....senae. un crimen de le$8 humilnidlld

I !
Antes de pasar a la conclusiones de derecho por parte de 18 Comisión con base en el

I I
reconocimiento del Estado boliviano de ~u responsabilidad internacional por la detención y
desaparición for¡:ada de José Carlos Trujillo Oroza. conviene hacer algunas observaciones
sobre las caracterrstlcaa del delito de desapat¡ici6n forzada de personas en relación con el caso
~ y los derechos violados por el Estado boliviano tamo de la Declaración Americana
como de la Convención Americana. I,

I ;
La práctica de la desaparición forzada io involuntaria ele personas ha SIdo calificada por

la Asamblea General de la Organización del los Estados Americanos (OEA) como un crimen de
I

lesa humanidad, que atenta contra múltiples derechos de la persona humana tales como el
derecho e la libertad individual, la integridal:l personal, el derecho a una debida protección

I I

judicial y al debido proeeso, y el derecho ala vida. JJ De ahf que los Estados adoptaron en
1994 la Convención Interamaricana sobre IDesaperición Forzada de Persones." (Anexo 2).
Dicha Convención define este delito en lo. J¡guientes términos:

i I, ,

Para los lIfectos de la prllse~te Con\l.ncIO~. '- considera desaparic iÓn forzada !a privación de la
liberlad 8 une o más personas, cuarqu«... 'q~ e ,f uere su farma, cometida por agentes del Estado o
por personas o grupo. de personas Que actll.,f con la aUToriz.ción , el apoyo o le aquiescencia del. ,
Estado, seguida de la falta d. in form ación 0ld. la negativa II reconocer dicha privaci6n de libertad
o de inform¡¡, sobre el paredero de la person'; con lo cual se impide el ajarcicio de los recursos
tegales y de las garentfas procesales pertin,nuia.3&

I '

en relación con la Jré6tica de desaparición forzada de personas, ha
, I
I l. ,
i I I

Estos prO"'ClImientos crueJ9G e Inhumanos "on'1'tvyen no SÓlo una privación artntrar.a de la libertad,
sino rembién un gravrsirno p91igro para ,. iriuIsrldad personet, la seguridad \' le Vida rrusrne de la
persona . Celeca. por otra ".'te. a la vrati"'.· en Iln estedo de absolute indel ensión con grave
violación de IQS derechos de justicia. de proli' "clón contra le deTenciÓn erbitraria y el proceso
reguler. 311 !

. I '
¡ I .

Por su parte, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de las
Naciones Unidas ha manifestado Que dicho crimen constituye una violación particularmenteI .
odiosa de los derechos humanos y es I !

I l,

, ,, .,

: i
,1 I

33 ResoJu,,¡ón AG/RE5. 666 (XIII-O/83) de la Asamblea General de la Organización de los Estatlo. Arnerlcanos.
I I
I ,

"Bolivia firmó dicho instrumento internacional eli 14 de septiembre de 1994, pero no lo ha ratificado hasta la
techa; sin embargo, sus disposiciones ecnstnuven prlpetbios de cerecbo interna"ional consentudínano de obligatorio
cumplimiento para los Estados pertes o no partes del ~ismo ,

I i
, I

, I
I I

• (197 ¡-1~e11. O~A 1982. pág . 317 .
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. in dud. una form. de slIfrimiento doblemente paralizante: pare la., v(e;tirnas. recluidas. sin saber qué
suerte les espera. muchas veces torturadas y siempre temerosas de perder la vida. y panl los
miembros de la familia. euvas emociones os~íian' entre la esperanza y le desesperación. Que esperan
y e.."ilen en algunos casos durante /11l1os Ienteros,: e vece. sin recibir informeciÓn alguna. Las
vtct.mes saben Que sus familin desconocell fu paradero y Que son escases les posibilidades de que
lIlguien venge 11 llyudadas. Al l'Iao6rselas !n parado de! ámbito protector de te ley y al hllber
desaparecido de II! sociedad. se encventran ; de hecho, privadas de lodos sus derechos y a merced
de sus aprehensores. Si la muerte no ei 'el desl\nlace linal y tarde o temprano, terminada la
pesadilla. quedan Jibru. :8$ vretimas pueden sufrir durante largo tiempo las consecuencias flsicas
V psIcológicas de estll 101m.. de d8ShumanizaciÓn y de la brutalldad y la tortura que con frOlcuenc.a
1.. acompal'lan .

,
La familia V los amigos de las personas desaparecidas sufren también una tortura moral lent a.
,gnorando si la víctlma vivll aún y . de ser asl. a6nde se encuentra recluida, en qué condiciones y cual
es su estado de salud . Adllm6s, consciente', de que ellos también están amenllZAdos, saben que
oedrran correr la misma sue'te Y que el merÓ hecho' de indagar la verdad puede ser peligroso.

,
, I, .

La engustia de la familia C8 VII intensificada' con frecuencia por las circunstancias materiales Que
acompei'\an a la desaparición, El desapareddo slJela 'ser el principal sostén económico de la lamilla ,
TlllTlbién puede ser el Onlco miembro de la familia capaz de cultivar el campo o administrar el negocio
de la familia, La familia 1'10 10010 rll¡;ult .. g~av8mente af"ctada emocionalmente; sufre también en,
términos económicos. entre otras coses, debido 11 los gsstos efectl,l¡¡doi en las investigeciones
posteriores. Ad..m~s. no sabe cuándo va a roig resar. 'si "S Que regresa. si ser Querido, 10 que dificulta
le eds~taci6n a hl n\JBve situaciÓn. A meriudo la ;consec\Hlncia es la MarginaciÓn económica y

3' I '
SOCial.

-

....
.· .

,-

•,
.:

-
•·

-
,

,,
I

Además, la desaparición es un delito continuado o permanente. Sus efectos se
prolongan en el tiempo mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima . Esta
situación coloca al Estado en una situación de violación continua de sus obligaciones
internactonales." El Estado de Bolivla tiene, en consecuencia, una obligación permanente de
investigar completamente los hechos a: fin de identificar, procesar y sancionar a los, .

responsables de la detención y desapartción forzada de José Carlos Trujillo Oroza, Que en este
caso lncluve a ex-agentes de la DOP, funcionarios de la seccí6n de Inteligencia del Ministerio, . .

del Interior y al Jefe de la Comisaria El .Pari, en Santa Cruz, Bolivia. Las consecuencias
jurídicas de la continua inhibición del Esta'do boliviano --que en el presente caso se prolongan
por más de 28 años-- constituyen viol~ciones de múltiples derechos de la Convencron
Americana. I ;, .

I '· ,, ,
B. Violación dE"l derecho a la ~I~.nad individual

I I

El artículo 7 de la Convención dispone con respecto al derecho a la libertad individual, .

que: I I, .

I I
, , ,

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y ól la ~"9uridad personales., ,
,, '

2.. Nadie pUOlde ser privado de su liberted fr,lca, salvo por las causas y en las condiciones
filadas efe antemano por las constituciones Pollt'c•• de los Estedos partes o por laS leyes dictadas
conforme a eUas. :

,

. ._--------

.',

• Folleto Informativo N° 6.

I
I i

"VéasG. i.l/m. Parte V .A, JurisdicCIOn d.. la Corte : CompOltencía Retione Ternpori$ .
I :

"Naciones Unidas, Derechos Humanos.
Ginebra. 1sss. p~g¡; . 1 Y 2 ,,....
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Nadie pUGde ser sometido a detenCión o encarclllamienro arbitrarios .
I '

4. Toda persona detenida ° reten ida debe nr inforrnada de las razonas de su datención y, ' ,

notificada, sin demore, del cargo o cargos formulldos contra elle.
I ;

6. Toda persona detenide o retenida debe' Ser llevada.•in dGrnora. ante un juez u etro
funcionario autorizado por la ley para ejdrcar funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada
dentro de un plazo razonable o a ser puestO en lIbertad, sin perjuicio da que Continúe al proceso. Su
Iibertlld podr& estar condicionada a garanfris que aseguren su comparecencia en el ¡uicio,

I .
I , ;

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal
competente, a fin de que ~.te decide. ¡ir\'é:temora; sobre la legalidad de su arresto o detención y
ordene Su libertad si el lmesto o la det9rlcl6n fueran ilesales. En (os Estados paltes cuvas leyes,
pr.v'n Que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a
recurrir e un IU'~ o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la leglllídad de tal amenaza,
dicho recurso no puede sllr restr ingido ni abolido. Lós recursos podrén int erponerse por sI o por otra

I ' ,oelsona. I • ;
I ,

la violación del derecho a la Iibel~ad pe~sonal constituye la primera de las m últiplos
violaciones de la Convención que comportó la detención y posterior desaparición forzada de
José Carlos Trujillo Oroza. Una detenctóries arbitraria e ilegal cuando es practicada al margen
de los motivos y las formalidades que est áblace lB ley o la Constitución Polltica de un Estado. '~

I • • ,

Asr, las detenciones s610 deben practicarse en 105 casos y según las formas establecidas por
las leyes preexistentes y no se deben prblonga~ ni exceder el plazo legal sin que se ponga él

105 detenidos a d isposición del juez.~o También; las detenciones deben cumplirse en lugares, ,

destinados a tal finalidad, en los Que los ldetenidos tengan todas las garantías necesarias en
orden al respeto a su vide y 11 su integri~ad personal. La detención para fines impropios es,
en sf misma, un castigo que constituye uha forma de pena sin proceso o pena extralegal que
vulnera la garantra del juicio previo. i .,

I I

En la información proporcionada ¿6r el Estado boliviano en el caso~ se acepta
y se reconoce que la víctima fue detenida después de un golpe de Estado y en un clima de
violencia consistente en "cierre de uni~ersjdades, apresamiento de dirigentes políticos ,
sindicales y universitarios, 105 cuales fuercm torturados, vejados, desaparecidos ylo asesinados
en su mayoría" .041 El Estado también afirmó que el "23 de diciembre de 1971, en la ciudad de
Santa Cruz, es detenido el Universitario l/osé Carlos Trujillo Oroza, quien debido al cierre de, ,

la Universidad Mayor de San Andrés, donde era 'estudiante de la carrera de filosofía y letras ,
o " '

se trasladé a la capital oriental a tra~~jar m!entras duraba este cierre obligado de las
universidades" .02 Más adelante el Estado ;reconoció que la víctima "se encontraba detenido
en el recinto carcelario de HEI Pari", y qUe "presumiblemente fue objeto de una ejecuci6n, '

I ' . I
I : I !
i : ;
I .,

I •
, I
, '• , II •

J~Corte LD.H., Cal>O Loayza Tamayo. Sentencia:de 17 de Septlernbre de 1997.
I , ' ,

: \ 1

<aCorte 1.0.H., Caso Velásquez Rodrlguet, op. le!t., p~r~. 155.
I;I I· , '

"Anexo X , Informe dl;ll Dr. Johnny MoratO Morales de .1B de enero de 1994, Cornunicacién t ransmit ida a la· , .
C"misi6n . el 1S de septiembre de 1994. r ; I
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arbitraria (... ' encubriéndose este 18ment~ble hecho con una dudosa comunicac ión de que'. . .
hubiera sido puesto en libertad cumpliendo órdenes provenientes de la sede de Gobierno" ."

l' '.. 1
•' . - .

...
,

•

..
"

..

..
•

". .

La detención de José Carlos TrujlHo Oroza se efectuó con desconocimiento de los
procedimientos y requisitos esenciales pni,vistos en la Declaración. En efecto, la privac ión de
la libertad de José Carlos Trujillo Oroza 'se realizó sin orden judicial expedida por autoridad

, I

competente en la cual se dieran a conocer 'los motivos de la detención. Tampoco se detuvo
a la víctima en flagrante delito. Ademá~ ¡ José Carlos nunca fue presentado ante un juez
después de su detención para saber las razones de su detención y para ser oído. Tal como ha
afirmado la Corte lnteramertcana. "el secuestro de la persona es un caso de privación arbitraria
de libertad que conculca. además, el dereCho del detenido a ser llevado sin demora ante un

I .

juez y a interponer los recursos adecuados para controlar la legalidad de su arresto, que
infr inge el artículo 7 de la Convenci6n" .•~ :: Al respecto, la Corte Interamerícana en su última
edición cita él la Corte Europea de Derechos Humanos así:

1I ,

La jurisprudencia de la Corte Europea de ~t;echos Humanos señala que la disposición del arrreute
5 d. la Convención Europea de Salvaguardia de los Derechos del Hombre y de las Libertades

· ,
Fundamentales (en adelante "Convenoicn Europea" o "Ccnvención dll Roma") que establece que,

:, '

"
la persona detenida debe ser pueeta inmediamente ante el juez. supone que
un individuo que ha sido privado di su liblrtad sin ningún tipo de control judicial
debe ser liberado o puesto inmediantemente a disposición de un juez, pues el
cometido esencial de este artJcutO:es la protección de la libel'lad d.1 individuo
contra la Interferencia del Estadol i La Ccute mencionada ha sostenido que si
bien el vocablo " inm otdiat am..nte·,~ebe ser interpretado de conformidad con las
caracteristicas especiales de cada' caso, ninGuna s ítuaclén, por Qravlt que sea.
otorga a 'as autoridade& la poteSt~ de prolongar indebidemente el perfodo de
detención sin "teetar el artIculo 6~3 de la Convención Europea ,"

•l • ..' .
• •· .

...

..

Por otra parte, hasta hoy , la vícti n-k;' se encuentra en calidad de desaparecida desde el
2 de febrero de 1972, facha en que su madre, la señora Gladys Oroza de Solón Romero. pudo
verlo con vida por última vez, y constit1.\ye así una violación de carácter continuo.Y Por
consecuencia, el Estado de Bolivia ha violado de forme permanente el derecho de la víctima

"

a su libertad personal. i:;'

""

'"

En virtud de las consideraciones ~~tes expuestas, el Estado boliviano es responsable· ,
de la violación del derecho a la libertad individual y seguridad personal de José Carlos Trujillo
Oroza, por haberlo sometido a prisión arbitraria pera, f inalmente , ser desaparecido sin haberle.. ,
permitido recurrir ante un juez o tribunal competente para que determine sobre la legalidad de

· i, I

I
------~-----"

I

"

..

,

I ', ,

··Corte I.D.H.• Caso Velásquez Rodrfguez. op;,elt. , párr. 155.
,

I :
•• Corte I.D.H., Caso Castillo Petru~~i y Otrqs vs. República del Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999,

párrafo 106. .,

•

··V6as~. il.!m:J!.. nota 11 .
.; I
I
•
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su arresto, tal como lo dispone el artCoulo 7 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

, '

C. Violación del derecho a ¡a"integridad personal

t.:
1, Respecto de José Carlos Troj.lo Oroza

La Convención consagra el derecho a la integridad personal en su artículo 5, el cual a
,

\a letra señala lo siguiente:

1 .
,,

Toda persona tiene Derecho a (liJe se reepete SI,l integridad física. psrquiCa y mor..:. " '1'.,

2. Nadie debe ser sometido a tortul"il8 ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degr;lo'antes.
Toda persona privada de libert.d será tra'eda con el respeto debido a la dignidad inherente al ser
humano. "

•

•

La Convención Interamericana pa~ Prevenir y Sancionar la Tortura entiende por tortura:,
, ,

:d
todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sutnrntenros

"
flslcos o mentales, con fines de Investigacl6n criminal, como medio intimidatorio. como castigo
personal. como medida preventiva, comiOol',pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también
como tortura 18 aplicaci6n sobre una per:f¡~a de métodos tendientes a anular la personalidad de
la vretíma o a disminuir su capacidad flsle. o mental. aunque no causen dolor trsico o angusti"
¡(sica. <7 ' !,

, ., ,

,,

,

, ~~
'1'

,1 '1

11I ¡
'I!' :,
" '
" ,
, "
1I1 I

, ,

.,Articulo 2 de la Conveneién lnteramericllna p~rll PreVanir y Sancionar la Tortura. entrada en vigor el 28 de
febrero de 1987, Serie sobre Tratados. OeA. N' E5'~ 80livi8!firmó el dooumento el 9 de diciembre de 1985 en ..1
decimoquinto perIodo ordinario de sesiones de la!4samblell General pero lllJn no lo ha ratificado. Sin embargo.
sus disposiciones constituyen principios de derechcl! Il'rtllrnaCional consentudinario de obligatorio cumplimiento p",ra,
loe Estados partes o no partes del mismo. . l',

I 11'

1 ' ,

·.Cno Irlanda vs. Reino Unido. Corte Europe~':ll:le Dereehos Humanos. Sentencia del 1a de enero de 1978.
sobre le violación por el Reino Unido de los artlculoS'!3 (proh~biciOn de Torturas o Tratos Inhumanos y Degradantes l

v .5 (Derecho a ta Libertad v la Seguridad) en re_i6n con' las medidas de excepción tomadas por el Gobierno
britllnico en el Usler, pág, 370, en Tribunal EuroPBo':d'. Derechos Humanos. 25 Años de Jurisprudencia 1959·1983,

, ,

Cortes Generales. Madrid. España. lr,
II'i
11 ir,

El articulo 1" de la resolución 34512 aprobada por la Asamblea General de las Naciones
Unidas el 9 de diciembre de 1975, decll!re que "'a tortura constituye una forma agravada y
deliberada de penas o de tratos crueles) inhumanos y degradantes". Por su parte. la Corte
Europea de Derechos Humanos, en el c~o de Ir!lmda vs, Reino Unido, define el tratamiento
degradante e inhumano de la siguiente f~ma:

iI " .

El tratamiento del individuo puede ser con~,~er"do cerne degraD"nte s: lo humilla gravemente ante
otros O si lo ""va a actuar en contra de 4l propia voluntad o conciencia. El tratamIento adverso
debe alcanzar un cierto nivel de severidadi l:Iependiendo de todas las circunstancias del caso tales
cerno la durecrén del tratamiento adverso;i !luó efeO'tos t(sicos y mentelas ...

1I ,

El tratamiento Inhumano es aquel que dali' Itredamenta causa sl,lfrimiento aevero. ya sea mental o
troic". Aisler a alguien, YlII aea dentro o fu 11 del sistema carcelario, puede destruir la personalIdad
v constituye una forma de tratamiento in .' ano que no puede ser justificado. di,

", ,
" ,

i l'
"
,
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han verificado donde ha existido la práctica de
u qu~ han recuperado su Iiber1ad demuestran Que
nidos, 1 quienes se ven sornetldos a todo tipo de
oruel.s, inhumanos y de9radantes, en violación,

onocíde en el mismo articulo 5 de la Convención.,
l '
11 > I

licado 'cen frecuencia la eieeución de los detenidos,
, e oculiamiento del cadáver con el objeto de borrar

; ,
r la impunidad de Quienes lo cometieron."

,
,

I 105 casos de desaparición forzada es borrar toda,
ha valido de la "prueba circunstancial o indirecta,

,tes" ¡jara establecer el tipo de violación que tuvo
es, 18 'Corte ha entendido siempre que las pruebas

, 1

.o son las únicas que pueden fundamenta r la
1 Il' '
,!" I

Consideraciones

- - • ~ > -

La pr áctica de desapariciones, en fin, ha i
en secreto y 5in fOrmula de [uic ío, sll9Ui
todll hu"lIa material del crimen y de proc

Por lo demás , las Investigaciones que
desapariciones y los testimonios de les v(
ell.. incluye el trato despiadado a 105
vejámen"., torturas V d.más tratami.n
también al derechos a la intllgridad tlsicB

,
49Testimonio de GI.dys Oroza Solón de Romer producido en la denuncia transmitida a la CIDH en teche de

28 de septIembre de 1992, ~ j

neral••: Las Deeaparición Fon:ada Como un Crimen de Lesa
h , ,
1 ;

, 1
, '

"ll1luJ:¡. , párr , 50; G~n9aram Panday, Sentenci • e 21 'd~ enero de 1994, párr, 49 ; Corte I.D ,H .. Caso Bleke.
ep . eit. , párr . 47,!' [

.OVéase,~, Part. v/I.A,
Humanidad .

Puesto que el verdadero propósito
huella material del crimen, la ilustre Corte
o ambas. o por inf erencias lógicas pertin
lugar en el caso. 52 En casos de desaparlcl
docu mentales y testimoriales directas

" .¡Iti
1 1;1

~ [
' ; (

'1
1,

11 1
rjt 27 .

En el caso sub·judice existen sUfi~lentes J'ementos de convicción como para concluir
que José Carlos Trujillo Oroza fue st' ~etido: a crueles torturas antes de haber sido
desaparecido forzosamente por las autor ~ades liolivianas. En efecto, el Es tado boliviano en-. ,
su comunicación del 5 de septiembrei ·' e 1994 reconoce que "José Carlos Trujillo S~

encontraba detenido en el recinto caree . lo del :Pari (... J. [queJ no le daban ningún tipo de
asistencia durante su encierro l.,,) [y que emáslla señora Oroza pudo evidenciar que su hiJu. ,
José Carlos mostraba claras marcas de h er sido torturado por sus captores" . Esta versión
fue confirmada por la señora Oroza cua ,1 o dec:ieró ante la ONG que llevó su caso ante la, '
Comisión: "Mi angustia fue enorme al v . a mi ~ijo pálido '1 ojeroso, contuve el llanto para
alentarlo. Elías Moreno, jefe de esa secci :, . me.9íjo: 'ahí esté su hijO señora, sano '1 bueno,
ya tiene colores en la cara '. De moment~ !io cornprendr esas palabras, sino cuando me enteré
de las torturas a las que fue sometido. Uif ~r8 observé que le faltaban tres uñas, que le habían
sido arrancadas, otro dra. en el que ha ' mucho calor, vino con la camisa sin abrocharse
ccrnpletarnente. entonces ernití un gem o al observar su pecho totalmente flagelado con
profundas incisiones hechas probableme . e con Un arambre '".". ,

t '
1 r

A lo largo de la historia, la des , ari c iÓ~ forzada ha sido utilizada por agentes del
gobierno en contra de Individuos sosp , osos ide pertenecer a grupos disidentes eOIl el
propósito de conseguir información. ni . ¡ante : la tortura y eventualmente la ejecución
extrajudicial para borrar toda huella. 5~ ~ : La Córte en Ve!ásg,uez aodríguez describe esta
práctica de la siguiente forma: ' ~
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has fi~manos de las Naciones Unidas en el caso
ió qub la desaparición forzada está vinculada,
7 de' Pacto Internacional de Derechos Civiles y

ornetído a tortura y a tratos crueles e inhumanos
I

produjo su deSllpllrici6n. 59

, :'

(AJun cuando no ha sido demostrado d
flsicamente. la mera circunstancia lIe qu
autoridades que comprobademente sornet
repre58nta la inobservancia, I)or ~arte de
relación con tes p'rrs , 1 y 2 del articulo

De igual forma, el Comité de Der
Mo!ica c. ~Iica DQm~ reco
inseparablemente a la violación del artrc
Pol(ticos y concluyó Que Rafael Mojica fu
dadas las circunstancias bajo les cuales

'1"'. ',

j '\I!
1

sentencia. 53 Uno de los indicios que ha u izado la Corte ha sido la existencia de un patrón de
violaciones (mQdys o.Qeran!ji) de los dere os hurranos que se hayan dado en el pars durante
el mismo periodo en que ocurrieron los chos . én el caso indivldual.P" Incluso, la Corte ha
valorado este tipo de prueba por enclrn de lá ¡denegaciÓn por parte del gobierno que sus
agentes hubieran estado en alguna forma volucredos con las violaciones. 55 Ya presentada
esta prueba, la cerga de comprobar lo ca ario, :és decir, desvirtuar la acusación de tortura.
corresponde al Estado acusado. I 1

Este medio probatorio resulta rel ante en casos de tortura en que se han utilizado,
técnicas Que no dejan huellas. y en todos uello,~ otros casos en que la prueba directa es, por
su propia naturaleza. altamente dificil d btener, debido a que la violación de los derechos
humanos va, con frecuencia. acompañad e la destrucción de cualquier prueba del abuso ,;.~

· ,
Ya en los casos Velá§~pdrr9-uezy . .r z sobre desaparición forzada, la Corte ha
presumido la tortura antes de la muerte a atarsd de detenciones prolongadas sin formula de

I
juicio por largo tlernpo." Dijo la Corte lá ' z:

I
oda dirllcto que M/lnfredo VelásQue% fue torturado

I
u secuestro y caunverie hayan Quedado 11 cargo de
a los cletenidos a vejámllnes. crueldades y torturas
ndur.~r elel deber que le impone el ilrtfculo 1,1. en

e la Convención &e
· I

·,

•·

..

..

..

..

..

...

-

..

..
•

•

.. - - - -- - -_. -------
"Corte I.D .H., Blake. op. cit .. párr. 49.

1

os. la 'Corte consideró como hechos probados el Que "entre
ulemal, detenciones arbitrarias calificadas como secuestros. ,
sos. de privaciOn de la v ida ." Corte LD.H.• Paniagua Morales
a. . I

i I,
de Guatemala Que los actas de secuestra y tortura fueron

ieluve los hechos fueron realíudos por agentes del Estado
que las detenciones arbitraria. o secuestres ele las vrctimas
simi~l¡.

meric'a~o de ProteceiOn ¡;le los Derechos Humanos: Aspectos
de Dérechos Humanos (' 9961 . pllgs . 372-73.

, I
: I

6. y Corte ID.H.. Caso Godrnez Cruz. sentencia de 20 de enero
. 164· 1

, I
,187 , : 1, ,
•

. 11991 : ¿ .N.DOC. CCPRlC51 /D/449 /1991 (1994).
, :.I

f ' JI
l'

r 'ji :

I[ !
I

· I

"Mo/ica e República Dominicana, Comm. No,

"Corte I.D.H.. Velásqusz Rodrrguez, op. cit.. p

5'Corte I.D.H.•VeláaQuez Rodriguez, op, cil . párr,
de 1989. Serie C: Resolucione5 y sentencias, N' 5.

·'llam" párrs. 93 • 94, A pesar de la posic
cometidos por delmcuentes comunes, la Corte e
después de anali%at el modos operendt de los hech
y el eseslnato dI! varias de ellas. suguieron un pat

··Por ejemplo. en el caso Pafliagua Morales y
junio de 1987 y febrero de 1988 se produjeran en
acompañ¡,daó de maltratos y torturas Y. l/n alguno
y Otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. p(¡rr ,

I'Véase Héctor I'..úndez Ledesma. El Sistema In
Institucionales y Proc8!u.18S: tnstítutc Interameríc

,

•

•

•

•

,

..

Si ,,



, lf¡
" ~ f

00003·1•,,,

,,
, .· ,
· ,

,,

29
I
I,

, ,
i

os H~manos", preparado por la Central Obrera
'ccndent raclen y centros carcelarios para presos

obrerrio de tacto. Graves torturas y asesinatos,

", ,,,
, I
, ,

es, Sub:lecretario de Derechos Hum<lnos del 1a de ')nel 'J de. , ,
septiitmbre de 1994.

, ,
, ,

acional de la Repúbllcl>. el Or , Mercero QUlroga Santa Cruz .
, l,
, ,,

Vol. 3 pégs. 16-22, . I' .
! I

Bolivflli{Meyo 1993), pág, 190., ,
, ,, ,

,,,,
, ,, ,

aparición forzada de José Carlos Truíjllo Oroza tuvo,
tar. El gobierno boliviano, en su comunicación a la,
e est~ etapa histórica Que vivió Bolivia entre 1971

,

vo della violación de los Derechos Humanos. Esta
muestra hasta hoy sus contornos dramáticos. con

idas. otras torturadas en fin privadas de sus más,

exo 7:).
I,, , ,

, alentedo por el Congreso Nacional de Bolivia en. ,
sté. entre otros delitos, de haber participado en el
o las :bif ras de vlct írnas de la dictadura son mucho

t entr~ los años 1971 y 1978, 3.056 detenioos.",

sinato$ polittcos, 65 4 29 muertos en enfrentamientos
das bblivianas,se y 100 torturados que salieron con. , I

. Mártires y Desaparecidos (ASOFMD), la dictadura,
os y 'PO desaparecidos entre miles de detenidos ,f'

oss IACRR

ubjuqice, la Comisión solicita a la ilustre Cor te que
, a partir de fa fecha en que fue desaparecido por la

I
, ales. ! Estas conclusiones se pueden in f erir de las
, perte\del Estado boliviano de que José Carlos TruJillo
, tos queles, inhumanos y degradantes durante su
e vfctíma de une desaparición for<:ada cuya práctica,

S detenioos. Por otra parte, el Estado boliviano. por
, ,

ciones jalegadas no ha presentado ninguna prueba de

,

!
"

"

~3F9derico "9l.Ailo·Cochabamba, -Nunca Más" P

·'Juicio de Responsllbilidad, Legislatura de 19

"Este juicio fue planteado por parte del Diput

' OAnexo X. Informe del Or , Johnny MoratO M
1994, ComunicaciÓn remitido 8 la ComisiOn el 1

El informe "Violación a los Der
Boliviana, contiene datos sobre campos
políticos durante durante el periodo de

Según estos criterios, en el cas
concluya que José Carlos Trujillo Oro
fuerza, fue sometido a tortures edic
pruebas ofrecidas y el reconocimiento
Oroza fue objeto de torturas y otros
cautiverio en la prisión de El Parí, y Que
incluye el uso de tratos despíadedcs a
no haber investigado seriamente las vi
18 cual se deduzca lo contrario.

En el Juicio de Responsabilidad
contra del Gobierno de fscto5 1 se acusa
asesinato de nueve personas:62 sin emb
más numerosas. Han sido documentad
1.256 residenciados y confinados,64 39 a
y masacres por la policia y las Fuerzas A
vida.e7 Según la Asociacién de Familiares
dejó un saldo de "por lo menos" 200 mu

Cabe señalar que la detención y
lugar en el contexto de una dictadura
Comisión de 14 de junio de 1994, des
V 1976 "como el periodo más dernostr
pégina obscura de nuestra vida repubtie
muchas personas asesinadas, desapar
elementales derechos ciudadanos. "50 (

• •

•
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-•
••,

,,

· ,

...,

..
I I
I :, ,, ,..

"""""
", ,
". ,
"

· I,
,

,
I

: I,
, ,. ,,,, ,
, ,. ,

! 1
: I
, ',,,
, :
!
I

• La Paz. Bolivia, viernes 6 de noviemb(@ de 1998,
I

"
·'Las V/ctimas del7l piden ínvesigací6n, Presen

e~kUm:!" pég , 172.

'.~.• pág , 183.

••Juicio de Respons;¡bilidad, 01'. cít., pág, 194.

. 'll1em.. pág 186.
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tuvieron lugar en campos de eoncentraci
de La Paz.&1 Las torturas incluían, introd
uñas, violaciones, golpes con madera y
como el simulacro de fusilamiento, el de

Con fundamento en todo lo expue
ha incurrido en la violación del artícu!
Humanos, por cuanto José Carlos Truji
personal antes y durante el período de su
o permanente ya que la vtcttma aún se 8

2. Respecto de los familiares

La Comisión también considera
Convención Americana fueron violados
como ha dicho la Corte Interamericane " ..
familiares, es una consecuencia directa
dicha desaparlclén generan sufrimiento y
frustración e impotencia ante la absten
hechos" .71 Para la señora Oroza, por eje
profundo dolor, como es evidente en su t
Internacional (CEJIU, la ONG que lIev6 su
ver a mi hijo pálido y ojeroso, contuve
sección, me dijo: . ahr esté su hijo seño
momento no comprendí esas palabras, s
sometido. Un dra observé que le faltaba
en el que hacia mucho calor, vino con la e
un gemido al observar su pecho total
probablemente con un alambre". 72 Este
ninguna información sobre el paradero d
boliviana no ha llevado a juicio a ningún

D. Violación del derecho a la

El articulo 4( 1) de la Convención
respete su vida. Este derecho estará prot
de la concepción. Nadie puede ser priva

--- - - - - - - - -
6~lnform. d. la Central Obrer~ Boliviana sobre I

·0lQ.llm.. p:lgs. 115-125.

r Corte I.O.H., Caso Blake vs. República de G

' <T est i,."o l'\;!) do Gladys Oroza SolÓI'\ de Rome,
28 de septiembre de 1992.

, ,
, , I
,30 "· .'

I 1:

comd el de "Achocalla" localizado a 8 kilómetros..
, ión de alfileres y astillas de madera debajo rJt! 1",;;
¡, hi8~ro calentado al rojo. y torturas pstcolóq icas

, I
lo oeemanente y los gritos de tormento."?

, i
.:
, ,

, 'Ia Hj Corte podrá concluir que el Estado boliviano
".de !\a Convención Americana sobre Derechos

Oroza fue objeto de violación de su integridad
sapar¡ici6n, la cual debe considerarse continuada

uentr, en condición de desaparecida.

, , '
la vfctlma

, ,
,, , ,

I I •
e los derechos protegidos por el articulo 5 de la
relaclén con los familiares de la vrctlme. ya que
viola~ión de la Integridad psíquica y moral de [losJ
[la) d~saparlci6n forzada. Las circunstancias de
ustia l además de un sentimiento de inseguridad.

, ,
n de; [las autoridades públicas de investigar los
o', haber visto a su hijo ser torturado le causó ur,
ímont ó ante el Centro por la Justicia y el Derecho
,so an~e la Comisión: "Mi angustia fue enorme al
,lIanto l para alentarlo. Ellas Moreno, jefe de esa

sano ]y bueno, ya tiene colores en la cara'. De·,
'cuando me enteré de las torturas a las que fue

es uf:t~s, que le habían sido arrancadas, otro día.
lsa sirl abrocharse completamente, entonces emitl

, ,
nte t,l,agelado con profundas incisiones hechas

,Ior ha sido permanente para ella ya Que no tiene
i.J hij~, además de que hasta la fecha , la justicia
ponsacte. no obstante haberlos identificado.

, ,
: I..

,

• I, I
• I

, I
, , I

ablece que "toda persona tiene derecho a que se
, "

ido por la ley y, en general , a partir del momento
de la: ~ida arbitrariamente" .

I

I
, ,
", ,,

I '

olaciOn !de los Derechos Humanos en Bolivia (1976). pág. 71 .

!i,,
, I

amala; iSantencia del 24 de enero de 1998, párr , 114.
, , I,

"producido &n 1.. denuncia tran~mitid" a 1.. CIDH en feeh" de
, ' , I

"I ¡~ ..

I·,
~ ,
•
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,
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•
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etarlo de Derechos Humanos del 18 de enero de 1994,
iembre de 1994.

,

ido constatar en la información proporcionada por

I radas han efectuado acciones tendientes a borrar
,;zada de José Carlos Trujillo Oroza con el obvio

autores materiales e intelectuales del crimen. Tal
.que permiten inferir sin lugar a dudas que el joven
raptores después de su detención arbitraria,
,

31

e pide a la Corte que concluya que el Estado de
nvenci6n Americana a partir del momento en que

r'deseparición forzada de José Carlos Trujillo Oroza,
tes expuesta, ha sido el resultado de un conjunto

nas que se valieron del aparato del Estado para,

ad. Como lo ha sostenido el Comité de Derechos
r, ¡de proteger el derecho a la vida necesariamente
ez involucra la debida investigación por parte del
Ije se produzcan durante la custodia del detenido
arición de personas en circunstancias Que puedan

,,

,

hecho de que una persona esté desaparecida por
c:luir que la persona fue privada arbitrariamente de
:Cornisíón le pide a la Corte que concluya que José
., agentes del Estado boliviano, por cuanto han
&e el paradero de la víctima ni el lugar donde se
.ado la Corte en su jurisprudencia, en este caso

os, al dar a la señora Oroza dos versiones distintas
,que fue remitido al Paraguay; y de otra. que fue

IMontero) donde fue puesto en libertad. 75 (Anexo

enes de 121 Convención que impllica la desaparición
na ha señalado que ella incluye:
,

OAS IACHR

V sin fórmula de juicio. s..guide d..1 ocultam,ento del
aterial del crimen y de procurar la impunidad de Quienes
18:c10n del derecho a la vida reconocido en el artrculo 4

,

"ll!em.• parro 188.

7·lnforme del Johnny MoratO Morales. Sub
Comunicación transmitido" la ComisiÓn el 1!l de

"Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodrlguez, en. ., parro 157.

'~Humlln Rights Committe Fírst General Comm en Artiele 6, ICCPR, para. 4 G.A.O.A., 37th Selle. Sup 40.n
93 119821.

Por todo lo expuesto. la Comisi6
Bolivia ha violado el articulo 4. (1) de la

Como parte de las múltiples viol
forzada de personas, la Corte Interame

La ejecució" de los detenidos, en secr
cadáver con ti objeto de borrar toda huen
lo cometieron, lo 'o/e .ignifica una brutal
de la Convención. 3

Asimismo, como la Comisión ha p
el Estado, las autoridades bolivianas invol
las huellas materiales de 18 deseparicié
propósito de procurar la impunidad de I
como se ha señalado, existan graves indi
Trujillo Oroza fue asesinado por sus pro

La Corte también estableció qu
siete años es un indicio suficiente para
su vida.?" De ahl que, en el caso - 't

Carlos Trujilro perdió (a vida a mano
transcurrido más de 28 años sin cono
encuentran sus restos. Como lo ha s
también el Estado intentó encubrir los he
sobre el paradero de su hijo: de una pa
conducido al cruce del camino Cochaba
7).

Es evidente que el arresto y poste
corno puede apreciarse de la información
de acciones delictivas ejecutadas por p
cometer tales delitos con absoluta tmpu
Humanos de las Naciones Unidas, el de
implica hacer cumplir la ley, lo que a s
Estado de todas las muertes sospechosa
por fuerzas de seguridad. asr como la de
sugerir su muerte violenta o dolosa.7e
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cial ¡reconocidas en los ertrculos 8 y 25 de la
onjunto de requisitos que deben observarse en las

. I
ecuada defensa de aquellos cuyos derechos u

lal; y, por otra parte, el derecho a procedimientos

..

•

..

..

11 Personas contra las Desapariciones Forzadas, artículo 1,2.
· Inormas del derecho intemeotonet que garantIzan a tooo ser
lidaiJ jurldiclJ. Resolución de la Asamblea General de las

I

,
.cío ~u.to,

8bl~ce:

· te prevista pOr el sistema legal del Estado decidir(l
..

.que interponga tal recurso:,

ors judiciel. y
· eut ridades competentes. de toda decisión en que·. ,
urso:

000037

s debidas garantfas y dentro de un plazo razonable,
'¡'te eImparcial, establecido con anterioridad eer la
us,"<;16n penal forml.llada centra ella, o para la
es d~ orden civil, laboral. fiscal o de cualquier otro

..

I
I
I

· .

nverición prescribe:
I
I. ,

.ecurso sencillo y rápido O a cualquier otro recurso
· , I •

ntes, que la ampare contra acres Que VIolen sus
'Conj¡tituci6n, la ley o la presente Convención, aCm
es qJe actúen en ejercicio de Sus funciones oficiales.

I

I

I

32
I

orte el 27 de julio de 1993, todo ello en virtud de
•un ~elito continuado cuyos efectos se prolongan
estlnc O paradero de la víctima.,

I

.. oclmlento de la personalidad jurídica
· I
.. ,

nciÓn Americana señala que "toda persona tiene,

ad JUrrdica".· ,
I

arios Truji/lo Oroza fue detenido por agentes del
ldo! fue excluído del orden jurídico e institucional
des~parición forzada de la vtctirna constrtuve la
úrnano revestido de personalidad jurtdíca." De ahi
'. .

onctuve que el Estado boliviano incurrió también
IÓn Americana.

I

I
•

I
I

I

Las garantías y la protección j
Convención comprenden, por una parte,
instancias procesales para asegurar la
obligaciones están bajo consideración ju

rr La Oeclarsción sobre la Protección de Toda
define a la desaparición como unlJ viOlflCión de
humano el derecho al reconocimiento de la pe
Naclono!'s Unidas 471133. 18 de diciembre de 19

a. a garantizar Que la autoridad co
sobre los derechos de toda pers

b. a desarrollar las posibilidades d
c. a garantizar el cumplimiento, por

se haya estimado procedente el

El artículo 8 (') de la Convención

F. ViolacIón del derecho a u

Toda persona tiene derecho a ser arda, e
por un jl.lez o tribunal competente. Indep
ley.. en la sustanciación de cualquier
determinaci6n de sus derechos y obliga
carácter

Por su parte, el articulo 25 de la

2. Los Estados partes se comprom

E. Violacl6n del derecho al r

1. Toda persona tiene derecho a
efectivo ante los jueces o tribunales co
derechol! fundamentales reconocidos po
cuando tsl vtctacién sea cometida por per

Por su parte, el artIculo 3 de la C
derecho al reconocimiento de su person

En el caso~ cuando José
Estado boliviano y posteriormente desap
del Estado boliviano. En este sentido,
negación de la propia existencia como se
que, la Comisión le pide a la H. Corte qu
en la violación del artfculo 3 de la Conv

dicho Estado aceptó la competencia de I
que la desaparición forzada de personas
en el tiempo mientras no se establezca
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,
I
I
I,

. . ' I

,
I

. ¡ !,.. . r

:Ireepnoc im ient o por Bolivia de su obligaci6n de
~'¡'!nt,¡fic8r, procesar y sancionar a los responsables
la J¡íctima una adecuada reparación. trascurridos
;~n Falidad de desaparecida, el Estado aún no ha
, I

o I

~f ' I, I
; t ;
. ergencia (An. 2. 27 .2, 25 y 8 de la Convención Americana
o ,

7 del 6 de octubre dv 1987, Serie A. N' 9, párr. 23.,I Il' ,
°aec~etario de Derechos Humenos del Ministerio de Jusuca, .
Comisi6n el 1S de septlemb¡.e de 1994.

¡i ; ~

d '
••

'[' i, I
, '
I.. ,

, o, ',, '
, o

: 3¡3
, .,

•

OAS IACHR

, I ,

f¡me~as comunicaciones ante la Comisión, el Estado
do los hechos y aceptado su responsabilidad
Iiaar luna Investigación de oficio seria y responsable

, ,
os responsables de las violaciones de los derechos
'uici~ de José Carlos Trujillo Oroza. En efecto, en

Ijl e~ fecha del 27 de junio de 1994, el Estado de
n.v l\I1orat6 Morales, Sub-Secretario de Derechos
I '¡mer afia concluyó que;,

o , I
i, . ,

Idel ~es8par.c¡do (José Carlos Trujillo Orozal, quien
n ;¡rbitraria en la Ciudad de Santa Cruz de la Sierra,,
cubriéndose este lamentable hecho con una ducesa

¡libertad cumpliendo 60denes provenientes de la sede
I
•

I
, ,
, nf irmada con una indagación seria y responsable ,
"do .19uno~ factore& eencurreotes para impedir la
ad de los hechos a pesar del tiempo transcunido.

i
I , '

lizllrl indagaciones, con cuyo resultado se deber¡~

de Que esta SubsecretarIa puede relllitar aquello. que
• I i

pon~ de re,puesta alguna de despacho de Gobierno.
.,¡ re'puesta qUB no satisfaga a 111 denuncia quien
, ~ I Giupo de Trabajo de la Comisi6n , Que el Gobierno
recil"(liento del hecho. y no rearlZÓ las indagaciones

t '
, '

o

en forma efectiva. a las v/ctimas de violaciones de,

o •

,, ,
. I ,

o I
• o
, ,

o~de iun r~curso efe.ctivo ante los jueces o tribunales
de los pilares báSICOS no sólo de la Convención
~o en una sociedad democrática, en el sentido de

o ,

stablecido que para que un recurso judicial sea
de la Convención, debe ser "realmente idóneo para, ,

los :derechos humanos y proveer lo necesario par a
, i

I
I
•

i \ C ...,..-" .

¡'Corte I.O.H. , Caso Castillo P'el. op . elt ., p

Desafortunadamente, y a pesar ,,
realizar una investagación de oficio a fin o

de los hechos. y asegurar a los familiares
más de 27 años desde que la vlctima qu

Pero esta deducción o hipótesis debe s
emplazando a los invclucrados e invea
impunidad o por lo menos eseterecer la

lt;)Anexo X, Informe de Johnny Morat6 Mo¡.ales
de 18 de enero de 1994. Comunicaeíén remitido

(.. .1 Estamos obligados como Estado a
inform ar, pero ante la impo&ibilidlld mate
en bese a le documentación Ivfvrida al no
nos vemos en el dilema da proporcio"a
tendrá motivos razonables para observar
boliviano no contribu6 notoriamente el
correspondientes.'" IAnexo 71.

I

'~Corte I.D.H.. G8rentla5 Judiciales en estados
sobre Derechos Hum¡¡nosl , Opinión Consultiva O

A 111 l\lCha no es posible dar con el parad
presumiblemente fue objeto do una eje
Bolivia. en fecha de 2 de hlbr.ro de 191
comunicación de que hubiera ,¡do puesto
de Gobierno <La Paz).

justos, imparciales y rápidos que ampar
los derechos humanos.

En el caso bajo examen, desde la
de Bolivia. después de haber recen
internacional, confirmó su obligacl6n de '
a fin de identificar. procesar y sancionar
humanos cometidas por sus agentes en
una comunicación transmitida a la Com
Bolivia remít6 copia del informe de Jo
Humanos del Ministerio de Justicia, el e

La Corte ha sostenido que el dere
nacionales competentes constituye un
Americana sino del propio Estado de d
la Convención. 711 La Corte ha dejad
adecuado. conforme a los artlcvlos S y
establecer si se ha incurrido una violació
remediarla .:79
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a, Corte 1. D.H " Caso Velásquez Rodrlguez, '

82Corte I.D .H.. Caso Godlnez Cruz. op . cit J

" ¡t·
I ',.

000033I,
I
I
,

34,

"

~ Cdrte he señalado en su amplia jurisprudencia Que.
I t ra 1 bienes esenciales de la persona, deben ser·,
'1 deber del Estado de velar por el orden núbllco .B'

isJíI el aparato del Estado actúa de modo Que tal
' :, e~ cuanto sea posible, a la v tcttma en la plen .tud
:¡inoumPlido el deber de garantizar su libre y pleno
~ris~icci6n."8Z La Cone es más precisa aún en
~ndo manifiesta que:, , .

:1 Lb' . l ' 'd b,ero I~U Slst. rruentras Sil m¡lOtenga a InCl1rtl um r.
'e ida~ Incluso si en el supuesto de Que circunstancias

':miti~r.n aplicar las sanciones correspondientes a los. ,
El esta naturaleza. el derecho de los famili"res de la,. ,

!ést a¡ Y. en su caso, dónde se encuentran sus restos,
: ~ad9 debe satisfacer con los medios a su alcance.a3

:IM i¿ist erio Público como el Poder Judicial se han
I I :

lampliamente conocido tanto por la opinión pública
~I E$tado. En efecto, diversas instancias tuvieron
~ I I
·. I
· :
1:se ! presentó un solicitud de investigación por la

s ¡Tr¿jillo Oroza ante el Ministerio del Interior. EI28
¡Pitu~ fue reiterada ante la misma autoridad.
;1' 1 I, , ,

: I p r~Sel"lt6 el caso ante la Comisión Nacional de
' s IDetenidos-Desaparecidos (organismo oficial de
Itlekchos humanos creado durante el Gobierno del
, f )',?O¡.
I ' I

. I~ dernocrétlca, se solicitó al Jefe de Crimlnallst ica
~a 'am pliac ión de la investigación de los hermanos
I ~l ~aso de José Carlos Trujitlo, ya que se presumfa
, ,

;I I
i \ c~.o ante la Comisi6n Mixta de Constitución,
'1 , Cpngreso de la República.
¡I '" ,
az de la Iglesia católica recibi6 denuncia en 1974.

I lrm~nente de los Derechos Humanos en Boliv ia en
, '

l' " I, , ,
j! t '
'1 I
I I

l' I
1 !

~ i t .• IPllrrs . 178-180.
, t r
1
1 :. ,

,r , 187 .
i I !, ,
I ' I
1' ,

I1 ',,¡ I
I I

. !t ;
:I I
H I

20:31

,,
La Comisión de Justicia
el igurll que le Asemble
1976.

En 1988. durante la ape
de la ciudad de Santa Cr
Sandoval Mor6n para in .
que la autores fue la mis

,
También fue denunciad
Justicia y Policla Judici

El 18 de febrero de 1
desaparición de José Ca
de octubre de 1978. la

En diciembre de 1982;
Investigación de Ciuda
inv est igación en materia
Presidente Hernán Siles

: 06/09/99

•

•

•

El deber de investillor hechos de esté
sobre la suerte f inal de la persona des.
legftimas del orden iurfdico interno no
individualmente respon9ables de delit

•
vrctima de conocer cuál fue el dest in
representa una justa expectetlva Que

•

•

83ldem ., párr. 191 .

En el caso bajo examen, tant ,
abstenido de actuar a pesar de ser un .
boliviana como por diferentes 6rgan
conocimiento del caso~ en Solí

dado cumplimiento a esta obligaci6n.
por tratarse de delitos atentatorios
in vest igados de oficio en cumplimient
Más aun, la Corte ha manifestado q
violación quede impune y no se restabl
de sus derechos, puede afirmarse qu
ejercicio a las personas sUJel<IS a s
situaciones de personas desaparecida
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: 1
I .
n.$11IS de la desaparición forazada de la vtcrlrna: Corone!

r en 'i1 972 ¡fallecido) ; Antonio Guillermo Elio, subsacretario
, " {.¡ ¡parecer f8I1ecido~, Ellas Moreno (Ex-funcionario del OIN·

S Monasterios. alias "Paye", Sub·jefe DOP en la ciudad d"
, I ,.

éte dos pollticos en el ario 1972, propalador de la yersion
, bi en el mismo documento 'so soñalan como tet;90, de
" Se rtont, Directora Departamental de la Cruz Roja; Carlos
•nidbl; 8llatri<: de Toledo lesposa de uno de los detenidos;

i~í at\~ 198a 8 Percy Oonztlles Monll$lerioS lalias PayeJ como
Sl ?1 .~2!?31. e$ un.. probebilidad de que estas personas eSléll

I : I
' 1 i

I
I,

, ,

:.1 . 000040
.1.. I
:l ,
11, I, I
¡: 3.5
I ,

. i l !
l~ú\tip 'es oportunidades para que los orqanlsmos

~ in'4testigación. Ningún juez intentó siquiera tener
' :ud \era haber estado detenido José Carlos Truijlllo

'.~d6 , cu~do las circunstancias particulares así
, :~(::;'~\J""o trámite alguno. Incluso en una audiencia
.'od~ 1998, el Estado boliviano alegó que existen
: I ~a Clue investigue el C¡;¡SO en virtud de que la acción
'brrido.S4 En srntesis, hubo una completa inhibición
,. del Estado boliviano para investigar la detenci6n

.',', a+1 como el incumplimiento de deberes como la
·i6n:de los responsables.
I .- I:It: .( i
,.uel el Estado de Bolivia dice haber iniciado una
¡Cinaldenuncia ante la Policla Técnica Judicial (en
:,be ~er ratificada por la madre de la víctima antes

· 't igac i6n es insuficiente y tardta a la luz del tiempo
, 1I i
: 1I '
: I ¡
; , t .
, , .CI~ a la Comisión de fecha 14 de junio de 1994,
· eriC!i6n de' señor Trujillo Oroza.8S La Comisión

'tenidos a pesar de que los responsables fueron
· I ~ ent a de juicio que demuestra ~falta de.Ja..debidª
· I borisables de la detencíón y desaparición forzada

, 1 !
I • I

, ' I ,

" ,
1..

I ~ e t~ene que ver. exclusivamente con la inhibición
¡ciél. La Honorable Corte deberá valorar en su, '

. a diligencia por parte del Estado de Bolivia en el
, , , I

,r, pjrocesar y sancionar a los responsables de la
entro de los parámetros definidos por ese Ilustre

, I '
I , I

: I ; I
: 1 I,,
l ' l .

;bbdliviano alegue la imllosibil idad de investigar los hechos
:c i6~ penal por el tiempo trascurrido ya que le desapar;ciór.

. ·Gener. 1de le OrllaniZilción de los Estados Americanos (OEA i, , I
Inumerosos derechos de la persona humana, y como tal '"

, ¡ Est~o de Adoptar Disposiciones de Derecho lnterno Sobra, ,
,

FROM :

I
En consecuencia, en el caso sub.'

del Estado de realizar una ínvestigació ',
an~isis de! presente caso la falta de la .

,

cumpurniento de su obligación de ¡nves,
desparici6n forzada de la víctima. todo el

,

•• Las siguientes personas fueron SiMdicsdas .
;;alaitl L.oayza, de Inteligencia de; Ministerio del I
del Ministerio del In.rior: ErnelOsto Morant, Jefe cl~

Se y Jefe de la Comisarfa de "El PariJ: Perey GO l

Santa Curz, acusado como el ejecutor material de ,
de que los detenidos fueron llevados al Paraliluay.·,
estoe secesos a ,..S siguientes personas; Guisen.
L¡)peL Adri~," (detenidol: Allonso TollJdo Rosales:
,,~.Mayor del Ej.rcito Ruddy L¡¡ndlvar, quien acusd
el ejecutor de los detenidos polrticos dlOl Parí del ,,1'\
vivas y resid iendo en esa ciudad . :

I,

I
1

I

1
"La Comisión encuentra inaceptable que el E

del presente C8S0 en virtud de la prescripCión del
for%ada de personas na sido calificoda por 1.. Asa",,
como un crimen dEl lesa humanidad que atenta e
pmpresc,iptible. Véase. ia.fD¡, Parte VIII.F. El Deb '
la Desaparicion FOrzada. I

,,

I

El Estado de Bolivia , en una corru,
señaló responsables dlrectos de la de
considera que el hecho de que no ha I

identificados por el propio Estado. es un :
~ para procesar y sancionar a los
de la vtctlma.

Tal como puede observarse. h 1

adecuados del Estado iniciaran de oficio
"

acceso a los lugares donde eventualme ,
Oroza. La investigaci6n criminal que s '
lo permitieron, ni siquiera fue provéíd~
celebrada ante la Comisión el 25 de f 1

limitaciones legales para instruir a la Fise
penal ya habrla prescrito por el tiempo t
de los mecanismos teóricamente adecui,
y desaparición de José Carlos Trujillo q
reparación de los daños causados y la '.

I,
No fue sino hasta enero de 19,

Investigación de los hechos por medio i
adelante "PTJ"), la cual , según el Estad .
de seguir adelante. Sin embargo. esta ir:'
transcurrido.

;
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Un ~ Internationallaw (19991. PQg. 271, citando "Sec ond
Junt r'¡( Dissppesrsnces", UN doc. E/CN,411492 tand Add. Ii
:n E fbreed or lnvoluntarv Disappearanees", E/CNAi1997/34
I 1 ¡
I :
~ , : .
e r mafse meatass p8ril der mayor vigencia a los aerecnos

'm. obre los Derechos Hurnenots, Informe Anual 198!5-198G,

i
I

9 t mbién se basan en la convicción de que el
'di as más eficaces para prevenír la recurrencia de
'os 'de consolidación del sistema domocrático en
:on 6to es también titular del mismo, por lo que el
:rrí/ile¡ mediante dicha investigación, deben darse El

Ircunstcincias en las que se comete tal crimen V la
ha~. El Estado tiene la obligación de poner a
, ,

~ I sociedad, toda información ast como también,
ra roducirla.
I :

I I
I I

un rincípio emergente del derecho internacional.
~bajsobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias
irni ~to del derecho a la verdad. al afirmar que las
I '
de. aber lo que sucedió con sus seres quendos.f"
!R pSraciones y el Relator sobre Impunidad han
bie .d de conocer la verdad fntegra, completa y
~cu s!tancia5 especificas y quiénes participaron en
es ela vrctimas el derecho a la reparación por

,

I S modalidad de satisfacción y garantfa de no
,

.1
i I

I
;

!

'rd.d
I 1

IS ~miliares de la víctima son titulares del derecho
ete e independiente para establecer la verdad sobre
Ida ente, la tragedia y de una desaparición forzada
~rt urnbres en las que se pueden encontrar 105
, I
,do de encontrar a ese ser querido; SI es que SI(Jue

910, contribuye a prolongar el sufrimiento causado
,ale~. '. Por ello. es deber del Estado proporcionarles

II,

,,,,,

, ~6
¡,1, 1

! o tantc. la Honorable Corte deberá concluir que el
:¡:018 1 ión de los artículos 8 y 25 de la Convención
, ,

,

"l,
"

I ~ e

•

G. Violación del derecho a

El derecho a la verdad constin
Desde 1981, los informes del Grupo dé
de las Naciones Unidas reflejan un rae 1

familiares de la vfctirna tienen el dere'
En este mismo sentido, el Relator s'
afirmado el derecho que tiene toda l'
pública sobre los hechos ocurridos, 5.1

I

elíos. al igual que lo es para los fa '
violaciones de los derechos humano

l

repetrción'", I
,

I

.' Comisión IDH. Cempos en los cuales
humanos de conformidlld con la Oeelaró/c/ón A I

Capitulo V, pág, 205, I
'1

,

66 Nigv¡ 5, Rodley, Thv Trv.tmvnt of PrlS I,
Report of the Working Group on Enforced or

119811. párr. 180; y "Report 01 the Working Gr,
(19961, párr, 34.

Frente a una desaparición forza
a exigir del Estado una investigaci6n ca
el destino de sus seres queridos. Desg'
es seguida por la más oscura de la~
familiares de un desaparecido. El no Si.

Con vida; o dónde se hallan sus resto,
por la violación de los derechos funda I

una respuesta. i

1

Los fundamentos de este de~

conocimiento de la verdad es una de la
graves violaciones de los derechos hui
un Estado de derecho. La sociedad en
resultado y las conclusiones a las que
conocer al público a fin de esclarecer 1,
identidad de aquellos que los han p',
disposición de las víctírnas. sus familia,
el uso de todos los medios a su alcanc

Tribunal en su amplia [urlsprudencla.
Estado boliviano incurrió también en
Americana.

• , , . , " ,) '~-l--
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,E¡lchp~ Humanases y antigua Comisión Europea de
El réparaci6n para los familiares de fas vfctimas de
.rSi,te en poner fin al estado de incertidumbre e
ir, ~tbrgar .conocimiento completo y público de la
, a'SI Comisión por la madre de una desaparecida,
1; det~cho a saber lo que le habla sucedido a sus hija
: vt9ad, también fue víctima de las violaciones al
les \1: Politicos que fueron sufridas por su hija.
le ~nl el caso ~urt que la falta de información y la
,ia lie la madre de un desaparecido constituye una. ", '1

, I ,I I
1 ,I
, ,1

! o f~e 'analizado ~, constituye un principio
! I .

'1 pr ~iplo se infiere de lo dispuesto en los artículos
¡se ~do. cabe señalar que la interpretación de los
l\'Iá íca. Pues ha de tener en cuenta los cambios
.¡Dithos tratados deben ser considerados como

! TI·
.' )~~ra que sean revelentes en el contexto actual
lra le A.A. Csncado-Trlndade:r '1 •
~ I ,1; ,

'n" .' .. r r r ¡ nI toma trascendencia
~no'. Vil que los derechos protegidos bajo los

" .lIS. slllmpre son presentados como conceptos.,
11I de los mismos sea evolucionarla. Más aun,

•

. lIn proceso largo y despacioso, la evolución d\l
'en i~ye e' mejor método para asegurar que tales
t I "'.' i . r l. La dinámica de
ma(1C¡:S, para lograr que ellos mismos se matengan
~ p ~I lograr darles su fiel cumplimiento de acuerdo
apo oi l'!n fos principios generales de los métodos
'los ~nerales dal derecho internacional. 9 1
r .,
¡ 1; .
,re~~i6n, el derecho a la verdad tiene sus raíces
\, ror~en el derecho de los familiares y la sociedad

I ' . \'
i 1:I

bD~richos Humanos. Naciones Unidas, Estudio rel<lti,'o al

h B \1* vlotimas de victaciones flagrantes de los d"rechos
cC~6mico y Social, Subcomisión de Prevención de

':erl,*,o de sesiones, Tema 4 del progrllma provisional,
tld~ • prouncian tembié otros reiarores especi"les que han
:pu~¡* of Perpetrators of Vloiaticns of ,",uman Rights ICivl
~mfl1i'SjOn Resolution 1995/35. U.N. ESCOR, Cornm'r. On
U.Nldoc E/CN.4/Sub.2!1996118 {1996'.
~ j'¡

I !. '! .
rs~ ~ulnteros V Uruguay. U.N. Doc. SUPP.. No. 40 (AJ38!40)
I ,í, ' \~ ,
¡ . rl :

' Bti nl'of mechan/sms of mtemettooe: protection of humen
, I

I ··.. 1' 1,
j i, ¡:
, "I ' J 11

l !,I ¡"

~ 1

1

ji,
¡ : 1;
1 !.' ~I"

! :il:!
I '.'
t ' '1,1

:

1 "

,
1 '

20: 31: 06/09/99

• 'Traducción no oficial. ~, pÍlg$. 99-100.

•

,,
I
1,

De igual forma. el Comité de i
1

Derechos Humanos han establecido Q

violaciones de los derechos humano'
ignorancia en que se encuentran, es!
verdad. En el caso Quinlc.roli, preserl
la Comisión estableció que la madre te'
y concluyó que la madre, al no corroe

. ,
Pacto Internacional sobre Derechos I
Adicionalmente, la Corte Europea rec ',
complacencia de la policia frente a la a'
violación de sus derechos.ea i

1

El derecho 8 la verdad, tal vl
emergente del derecho internacional. d
1.1, 8, 25 y 13 de la Convención. En I

tratados de derechos humanos debe s '
que se dan en la sociedad en gene
instrumentos en evolución ¡vin tr
de los naciones,90 Como lo explica el I

•• Theo Van Boven, Relator Especial, Comi
derecho de restitución, indemnizaciÓn V rehebil
humanos y las libertades fundamllntales, c.:
Discriminaciones y Protección de Minorfas,
E/CN.4/Sub.2/1993/8, 2 de julio de 1993, En es
conocido de la materia. Vgr. L. Jo;n.t. "Ouestioni
and Polítical Rightsl", r:inal Report, pursuant to ,
Hum. Rt&., 48th Sess., ProviSlonel Agend a, Ite,

"Kurt c. Turkla. 27 EHRR 373 (1999), párrs, 13
al 216 (1983). pálT. 14, '

,,,
EstG fenómeno de interpretllción "en ev
en el tema de la protección de los d9f
tratadooS que buscan proteger dichos
generales. lo cual se presta a que la in
ya que la modificaciones a los tratado" .'
los mismos por medio de la interpret .
instrumentos psrmanezc;¡n en evol'
¡nHitrpretaclón de los tratado,. en dereeN
actualiudos con los carnblos en la soci
con la& idees que los ¡n"piraron, encu
legales y iuoiales, ademils que en los

,
1

t
Con base en estos principios de i.

en una serie de normas convencionales '

9OA.A. Can",ado·Trindade, Co-existence and e '
';gMs at globa/ end '"gio/nal tevets, 1990, pág.
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· .
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•

I ~ :
, ,

, . f 1:

I .
I
I

"I
"I

I I
, I· ,.

11 ! tJfantiZar el pleno ejercicio de Jos der&cho& reconocidos
· '

ció .: ' esta obligación implica el deber de los Estados ?a'19s
~ra} : da. las estructuras a tr.lV.S de las cuales SI> m'lnifi..s t8

e p ces de asegurar jurrdicamente el libre y pleno eierclcio
· , .

obllOaciOn los Estados deben prevenir , investigar y
6 P r: la ConvenciOn y procurar, adernás.
3d ' , en SU caso, 1.. reparación de los daños producidos por
L VelbQuez RodrIgue:. cp, cit .. pérr . 166.
I ' I '

l ' Ii
! I
1 1

.rlldl! Cel!l y Otros vs. República de El Salvador, 27 ele
Irlforme N° 25/9B, Casos 11.505, 11.532, 11 ,541 .

· , l '

5,'11 .595,11.652,11 .657,11,675 y 11.705IChilel .
r v. ,: '3 de abril ele 1998.

e :~
I ,

,
1:
1,
·1,,,

,I I 11

I .I :! .

13 1I r :

~5 ; ~stancias de su desaparición y 121 identidad
! ;1~ ";~do de garanti<:ar el conocimiento de la
re ,~c~o de todas las violaciones de los derechos

,ec cj a 'saber 'a verdad constituye una obligación
$ vi t imas y con la sociedad, como consecuencia
I ' 1: '

die . pals como Estado parte de la Convención y
he .'u rgen fundamentalmente de lo dispuesto en
I . I •

i6, : , . .I i : ;,
leri : . a Idispone que los Estados partes se obligan
a ' 'l:! garantizar su libre y pleno ejercicio . Esta
e teramerícana, el cumplimiento de verdaderas

, ad ~, que permitan una eficaz garantfa de tales
I~O boliviano se encuentra en el deber jurídico
s :derechos humanos, investigar con los medios

m ~ 01dentro de su jurisdicción, identificar a los
in, i te~ yasegurar una adecuada reparación a la

; e ... : na ratifica lo sel'ialado anteriormente cuando

1 j i :

'1 1h l . ) · 1·os 08 que [~an dado lug ar a grave6 VIO aClon9~

ree a conocer la identidad de quienes participeron,
lel ene con los femiliare& de las vrctima& y con III. ,

pnl . d~b.re& asumido por dicho par, en su clllidad
ob : .rechos Humanos , Tales obligaciones surgen

tUI s; 1l1 ~, 8 ,25, y 13 de dicha ConveneI6n.~·

• e " el caso Z9S y en otros más sobre
er erj concluir que el derecho a la verdad surge

1 , l

n . le para todo Estado parte, puesto que el
'do ;:cO:n : violaciones de los derechos humanos
bis a de protección incapaz de garantizar la

I :
I

O.-\S
\ 1,

¡
20:3106/09/99

,

!I
I

El derecho a conocer la verdad een resp ,
de los derechos humanOG L .l, asl com~,
en ellos, constituye una obllgeclón que ,
sccieded, corno co"ucuenc'e de las o
de Estado Parte de la Convención Ameri
fundamentalmente de lo dispuesto en " ,

La interpretación que ha hecho ,1
las obligaciones genéricas del articulo 1
como una consecuencia básica e in
desconocimiento de los hechos rela ,

significa, en la práctica, contar con :
I,

.3 ll1llm., párr , 174.

··Corte I.D.H., Caso Castl ,lo paez. op, cit. ,

--------_.-

"Ver CIOH, Informe N° 1/99. Calio N° 10.4
enero de 1999, párr. 147; y CIDH , Informe
11 .546, 11.549, 11.569, 11,572, 11.57:3, 11
7 de abril de 1998. parro SS, OEAJ5er.LIV/I1.9

.,-La segunda obligaciOn de los Estados Pan
en la ConvenciOn a toda persona sujeta a su j
;JfiI orgélnizllr todo er "p"rato gub..rnam"ntBI y, " ,
el ejercicio del poder público, de manera tal qu
de lo s derechos humanos Como ccnsecus
uncionar toda violación de los derechos reeon
el restab/ecjm~to . SI es posible, del derecho e ,

la violación d. 105 derechos humanos" Corte '

En el articulo 1(1). la Convenció ,
a respetar los derechos consagrados
obligaci6n significa, como lo ha dicho la
obligBciones de hacer por parte de lo
derechos. 82 En virtud de esta obligació I

de prevenir razonablemente las violacio
a su alcance las violaciones que se hay'
responsables, imponerles las sancione
vlctima, B' La doctrina de la Comisión In
expresa que:

a conocer el paradero de los desaparecl
de los perpetradores; y ha sido interpl
verdad en forma detallada, precisa y ou
humanos. La Comisión considera que
que el Estado tiene con los famlliares
de las obligaciones y deberes asumidos
la Declaración Americanas. Tales oblig
los artlcutos 1(1), 8, 25 Y 13 de la Con

E :
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I

a de IPersonas.
1 " ,,

, I,

,
•

I
I
I

,
. '.

,
, . I

, I 1, 1
I l' t

1I l ' ,

(hi noviembre de 1985, pérr . 30., ,
I , I! ~
~ I ; : . 1)

1 ~ I..- ..',I .

, ,

1 ..

,
, I

I
81, i

I

Fo

,

n 'cen el articulo 25 de la Convención . en el
r I rsb sencillo y rápido para la protección de 105, ,

tOI;I/1I1 ¡gual que con el artículo 8. el cual dispone
c I las debidas garantías y dentro de un plazo

• lr d pendiente e imparcial". Consituye, entonces,
ci en los artículos 8 y 25 de la Convención la
o . I ara acceder a una información relevante en
d ' ro~ 1 8 violación de un derecho fundamemal,

di' q n'linterna que permitan la protección judic ial
a 'nv,ención Americana., '

I I
' l. e~ístencia del derecho a buscar y recibir. , .
; idq que "el artlculo 13 señala que la libertad

d de buscar, recibir y difundir informaciones, .
es están bajo la protección de dicha norma

, I

d :de expresar su propio pensamiento, sino
re j ' ir y'dif undir informaciones e ideas de toda

, o ümerosas ocasiones la obligación de los
I .

o . o ¡de garantizar los derechos protegidos en
nc . ,en, la gestión estatal y la consolidación de l

,. .
u la publicidad como principio rector de sus

I • "

foación.
I ~ . ;
I I .1

rdad no solamente debe Ser a favor de los
· ,0 de :la sociedad boliviana que por derecho
,. p~ri:ir del 23 de diciembre de 1972, techa· , .• •

• ~ 11 • I

I .

¡re ." nsables. Especfficamente. en los casos de
I:::le}~ ' Iaclones de ejecución eontlnuada-v'" la Corte
se l ~ i:I ~ten9a la incertidumbre sobre la suerte f inal
de ' nv,est igar este tipo de hechos subsiste. ~ 7, .

,1c . ~$tllLo P6-e¡ Que:
• . : ¡ .
~rd n Interno impidiesen Ident if ice, a los ind ividuos

a. s' bsiste el derecho de los fam iliares de le V/Clima. " ,
e s ,dónde se encuentran sus restos . Corresponde

, "
pe t tlVl!s por loS medios a su alcance. A sse deber

c: slón de d8sapa.ic:ion8S forudes y de sancionar, ,

OAS IACHR,
,I
I I

00 Véa&e Corte I.D .H.. Opinión Consultiva OC,

··Corte LO. H.. Castillo Pée~. 01' . cit .. párr. 90

"Corte LO. H.• Velásquez Aodrrguoz. op. cit. .

··Convenci6n Interamericana sobre Desapa(
Art[culo 3 .

.. .en el supuesto de Que dificultada
'e5ponseble~ por los delitos de esta n
de conocer cuéJ fue el destino de ésta
por tanto al Estildo. satisfacer eses [u
de inVestigar se suma el de ptevenlr la
a los responsables de /3S mismas.sa

identificación y eventual sanción de
desapariciones forzadas --en que se t
Interamericana ha entendido que mie
de la persona desaparecida. el d
Adicionalmente, la Corte ha señalado

El derecho a la verdad se relaci
que se establece el derecho a contar e
derechos consagrados en dichos instr
que toda persona tiene derecho a ser
razonable "por un juez o tribunal cornpe
una abierta violación de los derechos e
existencia de impedimentos legales o
relación con hechos y circunstancias
y que impiden contar con recursos de I
de los derechos esenciales establecido

La Comisión sostiene que el dere
familiares de la víctlma, sino también, e
propio debe conocer la verdad de lo que

Adicionalmente la Corte ha reí
información. Espectñcarnunte. la Corte
de pensamiento y expresión "comprend
e ideas de toda índole... " Por consecue
convencional tienen no s610 el derecho
también el derecho y la libertad de bu
indole. 99 Más aún, la Corte ha establ
Estados de adoptar medidas positivas e
la Convención. En este sentido, la tra
Estado de derecho exigen Que los Estad
actos y garanticen la distribuciÓn de ere I

I
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,....
~ posterior desaperición forzada de José Carlos
lin la ciudad de Santa Cruz, Bolivia.,'

I
I
1 ¡
, ,

,

1 ~, .
, ,

,<1 . : I 'Se mlJdidas para (/óJr mevor vigencia a los tierecbcs
e 1, os D,,,...cnos y Deberes def Hombr. y la Con vencton
I 5·1986, OEAIS.. ' .LNJlI.68, Do(; ,9, ,,,v .1, 26 de

1,
I
,

si i · n universal y la tesis imperant e es la de
h ",anidad, en atención a la existencia de la

o , r fmenes de Guerra y los Crrmenes de lesa
1 el as Naciones Unidad con ra ResolUCión 239 1, '
a ción forzada de personas ha sido calitlcade
8 ados Americanos ¡DEAI como un crimen de

chos de la persona humana, y como tal es
o por la Resolución No 666 (XIII·1/83) que
en América es una afrenta a la conciencia
nidad." También la ha calificado como un
e evalir la ley, en detrimento de las normas
arbitraria y el derecho a la seguridad e

I

d I doptar disposiciones de derecho interno

, ción de los derechos humanos descansan
·1, el artículo 2 de la Convención dispone Que
' !medidas necesarias para hacer efectivo todo

. ' o y la práctica interna. En el caso ~e,
ión del 25 de febrero de 1998, alegó la

, nte caso en v irtud de la prescripción de la
o, es inaceptable que Bolivia no reconozca

,

de , . sa humanidad que debe ser considerado,
t rnacional.

echo de carácter colectivo que permite a lél
" a el desarrollo de los sistemas democrát icos .
I las vlctirnas. Que permite una forma de

8 ción de leyes de amnistla. La Convención
ec 'r información en el caso de los desaparecidos,,
a ido que el Estado está obligado a determinar

"ña a o que "el deber de investigar hechos de este
,

no idumbre sobre la suerte final de la persona
i ' ::que "toda la sociedad tiene el irrenunciable,

a (i·,amo las razones y circunstancias en las que
n evitar que esos hechos vuelvan a ocurrir en

: 1,

OAS IA(HR
,
I
I . l ·

I , 1
' ,

1 1, ,
, ,1
I I,

lO'JCorte I.D,H., Velásquez ~odrrguez, op. cit.

H. El deber del Estado de B

en que tuvo principio de ejecución la d
Trujillo oroza a manos de agentes del

TO' C o m is ió n I.D.H ,. Campos en los cUlJfes n
hum/mas. de conformidad con fe Oecl.raeión Am
American, sobre Derechos Humanos, Informe
septiembre dll 1986. CapItulo V, pág. 205.

El derecho a la verdad constit
sociedad tener acceso a información e
y un derecho particular para los fa
reparación, en particular, en los caso
Americana protege el derecho de acced
en los cuales la Corte y la Comisi6n ha
su paradero. En este sentido, la Corte
género subsiste mientras se manteng
desaparecida ... " 100 Y la Comisión ha
derecho de conocer la verdad de lo ocu
aberrantes delitos llegaron a cometers
el futuro" .101

En el ámbito internacional, la
imprescriptibilidad de los crfrnenes de
Convención sobre la imprescriptibllida
Humanidad adoptada por la Asamblea G
¡XXIII). En este sentido, la práctica de I
por la Asamblea General de la Drganizac
lesa humanidad que atenta contra nume
imprescript ible . La Asamblea General
"la práctica de la desaparición forzada d
del hemisferio V constituye un crimen de
"cruel e inhumano procedimiento con el
que grantizan la protección contra la

Al reconocer que la defensa
necesariamente y ante todo en el siste
los Estados partes adopten la leglslaci6
derecho o libertad aún no garantizado e
el Estado Boliviano. en audienc ia ant
imposibilidad de investigar los hechos
acción penal por el tiempo trascurrido .
la desaparición forzada como Un cri
im presc rip t ib le según las oorrnas del de

!,
1 ';,, I
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dora Otal, Oefensa Pública del Ministerio de Justicia
ñor fiscal d.1 Distrito de Santa Cruz el 8 de enero de

i '

umento .nternacional el 9 de dleiembre (le 1966, pera
iones constituyen pt'ine¡pio$ d8 derecho internacional

partes o no parte del mismo.

ón de 8 de enero de 1999, a la Fiscalía del
Derechos Humanos para Que se dé apertura

llro Oroza admite que la desapanción forzada

I
,1 ', ,

• : 123, recibido por Je Comisión el , de mayo eJe , 9~g,
, '

parte, el artlculo 7 de la Convención
onas dispone que "[Ila acción penal derivada
ue se imponga judicialmente al responsable

'11'o~ fAnexo 2). En tal virtud y frente a los
a. s, la obligaci6n de reparación del Estado en

ti
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l. Obligación del Estado de
Convención Americana

''''Cabe sel\alar que el E:stado boüvieno suscri
no lo ha ratíficado hasta la fecha; sín embargo.
ccosetudtnerlo de obligatorio eumplimiento par

1040bservaciones del Go".erno de SoliVia at
pA9. :3,

Sin embargo, hasta la fecha El

legislación que reflejen el reconocimient
desaparición forzada. Más bien, en su r
el Ministerio de Justicia y Derechos Hu
de Código Penel en el que se tipifique
desaparición forzada,'''o. (Anexo 1 1).

Como quedó demostrado en el a
con las obligaciones que le impone el a'
los derechos y libertades reconocidos
persona que esté sujeta a su jurisdieció '
Convención que pueda ser atribuido, se

'o3Comunicllci6n de la Ora. Mary Severich Si
y Derechos Humanos de la l'Iepública de Bolivia
1999.

Como quiera que se tratarla de delitos d
10, Declaración Americana de los D
Americana sobre Derechos Humanos A
{sie]) estos delitos no habrtan prescri
disposición del arto 1Oc. del Código Pen
131.

El mísrno Estado boliviano en e
Distrito de saota Cruz del Ministerio de
a una investigación en el caso de José
debe ser tratada como un crimen impre

ir'ltegridad personal" (AV/RES. 742).
Interamericana sobre Desaparición Forza

de la deltaparici6n forzada de personas
de la misma no estarán sujetas a pres
organismos internacionales de derecho
casos de desaparición forzada es impre

,
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íruve un hecho imputable al Estado que
previstos por la misma Convención. " ' ~~

,

,

•
• •

la detención y desaparición de José Carlos
·1'nplido el deber de investigar los hechos y no

es de derechos humanos cometidas por sus
I
, I Estado boliviano tampoco ha adecuado su,

de las violaciones puedan ser enjuic iados.
eparación int egral que incluya, ln1eL...a!i.a. el
mo resultado de ello, el Estado boliviano no
os humanos dispuesta en el artíeulo 1(1) de

garantizar" el pleno y libre ejercicio de los,
specto, corresponde al Estado el deber de
eneral, todas las estructuras a través de las

· , de manera tal que sean capaces de asegurar
I '

chos humanos. Como consecuencia de esta
.r y sancionar toda violación de los derechos

.. s, el restablecimiento del derecho conculcado
· lolación de los derechos humanos.
•,,

ne a disposición de la Honorable Corte, se
:: La Comisión presenta a la Ilustre Corte los
· ran claramente los hechos, el derecho y las., .

emanda. Estas pruebas se ampliarán ell su
n de testigos, cuya lista también se adjunta.

le Corte proveer la convocatoria de dichos
~I Reglamento de la Corte.

i .
it. rr. 164.

,. e de la Convención Americe es "respetar" los
toda circunstancia en la cual un órganu u

e ' . rácter público lesione indebidamente uno de
n ,l.e está ante un supuesto de lnobservacra del

s .os de sus agentes realizados al amparo de su
,

m os aún si actúan fuera de los Ifmites de su

..

'.,
b h ~ lano ha reconocido que sus propios aqentes

ap ¡ ción forzada de José Carlos Trujrllo Oroza . 'r'
I . j nes COnexas relacionadas con el crimen.

. ,
,
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En el caso~, el mismo E '
fueron responsables por la detención
en consecuencia, es responsable por I

El material probatorio que la e
encuentra como anexo a la presente
elementos de juicio que fundamentan
conclusiones en que se sustenta la p
oportunidad procesal por medio de la p
Al respecto, desde ya se solicita a I
testigos, conforme a los artículos 33( 1

•

omisión de cualquier autoridad públ
compromete su responsabilidad en los

VIII. RESPALDO PROBATORI

lOSCortl . I.O.H. , Cll!>O Velá!>quez RodrlQuez

A más de 28 años de haber tr
Trujillo Oroza, el Estado boliviano aún
ha sancionado a los responsables de la
agentes. En relación con este mism
legislación interna a fin de que los res
Tampoco se ha brindado a los famili
derecho de saber qué ocurrió con la vi
ha cumplido la obligación de garantizar
la Convención.

La primera obligeci6n de todo E
derechos y libertades en ella consag
funcionario del Estado o de une institu
tales derechos [consegrados en la Con
deber de respeto. El Estado responde
carácter oficial y por las omisiones d
competencia o en violación del derech

La segunda obligación del Es
derechos reconocidos en la Convenci
organizar todo el aparato gubernamen
cuales se manifiesta el ejercicio del pod
jurldicamente el libre y pleno ejercicio d
obligación, los Estados deben prevenir
reconocidos por la Convenci6n y procur
y la reparación de los daños producido
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. Sentenci. de 24 de enero do 1998. párrafo 66.

el Estado de Bolivia ha incurrido en serias
rtículcs 3 {Derecho al Reconocimiento de la

(1 ){21 (Derecho a la Integridad Personal). 7
a las Gerantías Judlcialesl y 25 (Derecho a

concordancia con el articulo 1(1) de la
r y garantizar el pleno goce del ejercicio de
nto int ernacional.

•

ntuaüzar que el Estado de Bouvia reconoció
pt6 Su responsabilidad. envió disculpas a la
mediar las diferentes situaciones jurldicas

de tes más graves y eruetes v iolaciones de los
ten arbitraria de I~ hbertaa sino que Done en

· v ida del detenido. Adem's, le coloca en un
tos conexos. DII ahf la import ancia de Que el
dichos hechos. los Irwestigue y sancione a los
adara del dQ~apareeido y los indemnice en su

· de un hecho que constituye desaparición
inua o permanente ele sus obligaciones
lempo mientras no se establezca el destino
te C&SO no se ha establecido el paradero de
do sus restos, así como tampoco se ha
:ha asegurado 8 los familiares una adecuada
ci6n judicial para procesar y sancionar a los
ado-- constituye otra grave violación de la
orte:

, presente caso a la jurisdicción contenciosa
los derechos humanos a que tiene derecho

El la Convención.
I

. I

• •
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CONCLUSIONES

'.

IX.

~ I ,:".,

.-"

leo Corte I.D,H .. Caso BI.kll vs , Repúblic. d

----------_._-

LIl desaparición f orzada o ,nvoluntaria ce
derechos humanos. pues no SOlo prodU
pel igro la integrlaad personal , 'a sel1urid
estado de completa indefensión, searrn
Estado tome todas las medidas necesar,.
responuoles y además Ilforme a loS f8m
caso'os .

I

Por último, la Comisión desea t
los hechos materia de la presente dem
madre de la víctima. pero no hizo na
infringidas.

La Comisión Interamerícana. al
de la Corte, aspira a la protección tnrern
la vlctima y con ello. materializar el obj

La Comisión reitera su convicci
v iolaciones de los derechos consaqrado
Personalidad Jurldical. 4( 1) (Derecho a
(Derecho a la Libertad lndividuaü. 811 ¡
una Debida Protección Judicial) todo
Convención, que impone la obligación
todos los derechos reconocidos en est

El Estado de Bol'lvia , al ser re
forzada, se encuentra en una viola
internacionales cuyos efectos se prot ón
o paradero de la vlctima. Cebe recordar
José Carlos Trujillo Oroza ni se han
sancionado penalmente a los responsa
reparación. Esta ausencia de una debíd
responsables --va identificados por el
Convención. Como lo ha señalado fa H
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